ACTA N° 016-2004

CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San José, a las diez horas con cinco minutos del  dos de setiembre del año dos mil cuatro.

Se inicia la presente sesión extraordinaria con la asistencia de la Magistrada Ana Virginia Calzada Miranda, quien preside; Dr. Alfredo Chirino Sánchez, Director de la Escuela Judicial, Lic. Jorge Segura Román en representación del Ministerio Público, el Lic. Horacio González Quiroga, Juez Tribunal Superior Contencioso Administrativo, a Licda. Marta Iris Muñoz Cascante, Jefa de la Defensa Pública, el Dr. Víctor Ardón Acosta, Juez Tribunal Superior de Trabajo y la Licda. Odalia Campos Villalobos, Secretaria de la Escuela Judicial. El Lic. Gerardo Láscarez Jiménez, en representación de la Dirección del Organismo de Investigación Judicial se excusó.

ESCUELA JUDICIAL

ARTICULO I

Se aprueban la acta N°14-2004 del 29 de julio de 2004, N°15-2004 del 23 de agosto de 2004 y N°13-2004 del 29 de julio de 2004 

ARTICULO II

En la sesión N°14 del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, celebrada el 29 de julio de 2004, artículo II se conoció informe rendido por el Lic. Otto González Vílchez , Abogado de la Escuela Judicial en oficio N°EJ-UJ-196-2004 del 24 de julio del año en curso sobre “El procedimiento para el cobro de los daños y perjuicios ocasionados por el incumplimiento del contrato de servicios profesionales suscrito con la fundación General de la Universidad de Salamanca” y se acordó:

“Aprobar el informe anterior, sin embargo, ha de solicitarse al Lic. Otto González que profundice la estimación de daños, así como que explore más detalladamente la gestión de solución ante la Procuraduría General de la República.  Igualmente se deberá agregar en el mencionado estudio una consideración de los posibles costos en honorarios del arbitraje ante la Cámara de Comercio.  Una vez completo se enviará el informe final a la Comisión de Magistrados designada por la Corte Plena.  ACUERDO FIRME.”
El Lic. Otto González en oficio EJ-UJ-243-2004 de fecha 17 de agosto de 2004 rinde el siguiente informe:

“De conformidad con lo dispuesto por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial en sesión N° 14 celebrada el 29 de julio del presente año, artículo II, procedo a dar respuesta a lo solicitado por dicho órgano colegiado respecto al Informe sobre el procedimiento para el cobro de los daños y perjuicios ocasionados por el incumplimiento del contrato de servicios profesionales suscrito con la Fundación General de la Universidad de Salamanca, en el siguiente sentido.

1. Estimación de los daños y perjuicios por el incumplimiento contractual de la Fundación General de la Universidad de Salamanca

Respecto a este punto, debo reiterar mi posición dada en el informe original, debido a las siguientes razones:

· El suscrito consultó nuevamente a los profesionales en informática, tanto del Programa de Virtualización de Cursos de la Escuela Judicial como a funcionarios del Departamento de Tecnología de la Información que formaron parte del equipo de contraparte de esta consultoría, y se llegó a la conclusión, después de realizar un sondeo por medio de la Internet, de que los costos por compra o traslado de licencias de la plataforma WebCD o alguna similar no se encuentran disponibles, por lo que es recomendable cuantificarlos directamente y para ello, en mi opinión se requiere que algún profesional con experiencia en el área pueda realizar esta labor.

· Por lo indicado, reitero que lo más recomendable en el presente asunto es cuantificar este aspecto por medio de un perito, en el caso que se interponga el proceso arbitral, sino se utiliza esta vía, puede recurrirse a la contratación de un experto o buscar alguna otra alternativa que permita una cuantificación detallada de la plataforma tecnológica.

En consecuencia, los daños y perjuicios se desglosan como se indicó en el informe original, actualizados al tipo de cambio a la fecha de elaboración del presente oficio, de la siguiente manera:

Tipo de daño
Concepto 
Monto

Dólares 
Monto 

Colones
  

Daño Emergente
Costo de la consultoría de $170.000.00 dólares menos $17.000.00 dólares de ejecución de la garantía de cumplimiento
$153.000.00
¢ 67.696.380



Lucro cesante

(perjuicios)
Compra de licencias del software para el desarrollo de cursos virtuales
$ 5.510,91
¢ 2.438.357.2


Capacitación del personal de la Escuela Judicial en el software para el diseño y desarrollo de cursos virtuales
$ 750
¢ 331.845


Adquisición de la plataforma tecnológica para la ejecución de los cursos virtuales
Debe cuantificarse y cobrarse dentro del proceso arbitral
-

TOTAL APROXIMADO
$159.260.91
¢ 70.466.582.24

2. Posibilidad de conciliar los daños y perjuicios con consulta previa a la Procuraduría General de la República

Esta alternativa no fue considerada por el suscrito en el informe original, debido a que el análisis se enfocó en determinar el procedimiento más adecuado para que el Poder Judicial pudiese interponer un proceso arbitral, tomando en cuenta lo indicado por la Procuraduría General de la República en su opinión jurídica número OJ-027-2004. 

Ahora en mi opinión, la vía idónea para cobrar los daños y perjuicios en este caso es interponer el arbitraje respectivo, y reitero esta posición nuevamente en el presente oficio, pero es mi obligación como abogado de la Escuela Judicial el indicarle al Consejo Directivo otras alternativas que el Poder Judicial puede utilizar para finiquitar este caso. Precisamente, una de estas es la posibilidad de conciliar el monto de los daños y perjuicios con la empresa contratista.     

Respecto a la alternativa de utilizar la conciliación en el presente asunto, es importante previamente dejar claro el ámbito que tiene la Administración Pública para utilizar este medio alterno de solución de conflictos. Para ello, cito lo explicado por el suscrito en el documento denominado “Estudio sobre la posibilidad de transar la garantía de cumplimiento con la Fundación General de la Universidad de Salamanca” que en lo que interesa se indicó lo siguiente:

“En este tema la Procuraduría General de la República tiene dos criterios sobre el uso de la negociación y la conciliación por parte de la Administración Pública. 

El primer criterio autoriza el uso de la negociación por parte de la Administración Pública, al establecer la Procuraduría lo siguiente:

Por su parte, el artículo 2º de la Ley sobre Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social –Número 7727– establece que tanto la negociación, la mediación, la conciliación y otros mecanismos similares se aplican "para solucionar sus diferencias patrimoniales". Y el artículo 18 Ibídem dispone que "Todo sujeto de derecho público, incluyendo el Estado, podrá someter sus controversias a arbitraje de conformidad con las reglas de la presente ley y el inciso 3), del artículo 27 de la Ley General de la Administración Pública"

Si bien es cierto, esta última norma no hace mención expresa de la conciliación y/o transacción, a la luz de estas disposiciones, se puede afirmar que existe una autorización general para que la Administración pueda someter sus diferencias a transacción, lo anterior por mención expresa del artículo 27 antes aludido y la conciliación por interpretación ampliativa del citado numeral 18. (Dictámenes C-111-2001 y 335-2001)

El segundo criterio de la Procuraduría General de la República, indica que no está permitido el uso de la negociación y conciliación por parte de la Administración Pública, al establecer lo siguiente:

Es necesario referirnos también a la Ley N° 7727 de fecha 9 de diciembre de 1997, denominada "Ley sobre resolución alterna de conflictos y promoción de la paz social", por cuanto en la consulta se cita el numeral 18 de esa normativa. A dicha ley se le conoce comúnmente como "R.A.C." y surge ésta como un procedimiento alterno de resolver conflictos de una forma expedita y sin necesidad de recurrir a los Tribunales de Justicia. Lo anterior implica que los mecanismos de solución alternativa de conflictos allí contemplados, están concebidos para que las partes puedan negociar voluntariamente y disponer libremente de su patrimonio. No obstante, evidentemente la Administración Pública sí puede recurrir al arbitraje allí previsto; a lo único que no puede recurrir es a la conciliación, por cuanto no estaría en posibilidad de negociar en igualdad de condiciones, por estar sujeta a diferentes disposiciones normativas, entre ellas, según se verá, al denominado principio de legalidad.(….) Como ya se dijo, en el punto 3) de esta consulta, la ley N° 7727 (conocida como "R.A.C.",) estableció métodos alternativos de solución de conflictos de naturaleza patrimonial, pero sólo con ocasión de conflictos o diferendos entre particulares (artículos 2° y 3° respectivamente). Por otro lado, el numeral 5° de ese texto legal no menciona expresamente que el Estado y sus entes descentralizados puedan conciliar bajo esa normativa. Ahora bien, debemos integrar lo expuesto con relación al artículo 6°, debido a que sigue prevaleciendo que las partes ahí establecidas son particulares. En consecuencia, es evidente que el Legislador sólo autorizó la figura del arbitraje como medio de finiquitar las controversias en donde se encuentre involucrada la Administración Pública, dejando en su caso por fuera la conciliación, lo cual pone de manifiesto que por vía de interpretación no se podría aplicar este instituto para el caso objeto de estudio, ya que la letra de la ley es clara. (…) De todos los argumentos que se han expuesto, se desprende con suficiente claridad que la conciliación es un mecanismo válido para el Sector Privado, pero no para la Administración Pública, que se encuentra sujeta a diversos principios, tanto de orden presupuestario, como de legalidad y que le impiden disponer de los recursos públicos en contraposición a la ley. (Dictamen C-205-2001).

El suscrito se adhiere al criterio de que la Administración Pública si puede utilizar la negociación y la conciliación, pero con limitaciones, tal y como la misma Procuraduría General de la República ha establecido:

En cuanto a las materias transigibles, no existe disposición alguna que expresamente las regule, por lo cual, en tesis de principio, podría pensarse en una amplitud mayor que la existente entratándose del arbitraje, pues a diferencia de ésta, en la conciliación y/o transacción, es la propia Administración la que se encuentra negociando y resolviendo, y no un tercero.

En todo caso, debemos advertir que la limitación va a estar definida por la imposibilidad de negociar en contra de lo dispuesto en el ordenamiento jurídico. De esta forma, no es posible que se concilie aspectos sobre los que hay norma expresa en contrario, incluidas las reglamentarias, por el principio de inderogabilidad singular de los reglamentos. (Dictámenes C-335-2001 y C-111-2001).

Este criterio establece que la Administración Pública si puede negociar materias que el ordenamiento jurídico le autorice, pero también el mismo ordenamiento jurídico puede prohibir que la administración negocie ciertos asuntos. 

Precisamente, en materia de contratación administrativa existen ciertas prerrogativas a favor de la Administración Pública que no podrán ser renunciadas, y por lo tanto, no pueden ser negociadas o transadas,  tal y como la Procuraduría General de la República lo indica:

El contrato administrativo es un instrumento para la satisfacción de los intereses generales. Esa instrumentalidad justifica el régimen particular a que se somete ese contrato. Nota característica de dicho régimen es, precisamente, la titularidad de prerrogativas de poder público, presentes en todo contrato, inherentes a él, aún cuando no hayan sido pactadas por las partes. El ejercicio de esas potestades es irrenunciable y sólo puede ser afectado por disposición del propio ordenamiento. (…) Entre esas prerrogativas se encuentran los poderes de dirección, de control, la potestad sancionatoria, la potestad de modificación, la ejecución de garantías y la rescisión y resolución administrativas del contrato. (el subrayado no es del original),  (Dictamen C-035-2003).”

Por lo expuesto en el citado informe, es mi opinión que la conciliación si puede ser utilizada por la Administración Pública pero limitada a que las materias objeto de negociación no sean potestades irrenunciables, tal y como lo dice la Procuraduría General de la República en los dictámenes citados. Justamente, es mi criterio que en el presente asunto el cobro de los daños y perjuicios por el incumplimiento contractual de la empresa contratista, al ser materia patrimonial, pueden ser objeto de una conciliación, pero para llegar a esto considero que el Poder Judicial deberá seguir los siguientes pasos:

a) Consultar a la Procuraduría General de la República la legalidad de utilizar la conciliación en el presente caso: es importante que el Poder Judicial, por medio de un acuerdo de la Corte Plena, consulte a la Procuraduría General de la República si el uso de la conciliación en este caso estaría permitida por el ordenamiento jurídico. Esta consulta se hará de conformidad con el artículo 4 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República que establece:

Artículo 4.- Consultas. Los órganos de la Administración Pública, por medio de los jerarcas de los diferentes niveles administrativos, podrán consultar el criterio técnico-jurídico de la Procuraduría; en cada caso, deberán acompañar la opinión de la asesoría legal respectiva, salvo el caso de los auditores internos, quienes podrán realizar la consulta directamente.

b) Tramitar la conciliación en el Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio: en el caso de que el criterio jurídico de la Procuraduría General de la República sea favorable al uso de la conciliación en este asunto, sería recomendable tramitarla por medio del Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio, debido a que este centro cuenta con listas de conciliadores con alta experiencia y con la infraestructura física y administrativa idónea para tramitar un procedimiento alterno de solución de conflictos de este tipo. Ahora es relevante tomar en cuenta, que tramitar una conciliación en este centro de conciliación también tiene su costo. Precisamente, de conformidad con la tabla de honorarios del Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio los costos por tramitar una conciliación serían los siguientes: 

Pago por servicios de administración del Centro de Conciliación 


· Por la presentación de la solicitud de conciliación y la primera sesión de conciliación que se realice.
$ 100

· Por cada sesión de conciliación adicional que se programe. 


$ 100

Honorarios de un conciliador


· Honorarios de un conciliador por hora.


$ 100 x hora

3. Costos de un proceso arbitral en el Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio

De conformidad con la información suministrada por el Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio, los costos por un proceso arbitral serían los siguientes: 

Cuantía en dólares
$ 159.260.91

Cuantía en colones 

¢ 70.466.582.24

· Tarifa de admisión 
$ 150

· Gastos administrativos del Centro de Conciliación y Arbitraje
$ 1.990.75

· Honorarios de Tribunal Unipersonal
¢ 1.620.334.18

· Honorarios de Tribunal Colegiado
¢ 3.240.668.36

Es importante aclarar que en relación con la conformación del tribunal arbitral, el reglamento de arbitraje del Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio en su artículo 12, inciso 3, establece lo siguiente:

"Si las partes no han convenido previamente en el número de árbitros, éstas tendrán tres días a partir de la notificación del requerimiento de arbitraje y la correspondiente resolución de la Dirección, para determinarlo. Vencido ese plazo sin que se llegase a un acuerdo, el número de árbitros quedará fijado automáticamente en tres".
En nuestro caso, no se encuentra en el contrato el acuerdo de conformación del Tribunal Arbitral, por lo tanto si el Poder Judicial desea que el tribunal arbitral este integrado por un árbitro único, debemos solicitarlo en el requerimiento arbitral e indicar en el mismo escrito, el árbitro que deseamos nombrar.

Pero si la empresa demandada no esta de acuerdo con la conformación del tribunal arbitral, éste deberá quedar integrado por tres miembros, aumentando los costos del proceso.  

Por último, un aspecto muy importante a considerar es que la cláusula arbitral establecida en el contrato suscrito con la Fundación General de la Universidad de Salamanca, establece los siguiente:

“En caso de arbitraje, las partes cancelarán el pago de honorarios por partes iguales, ajustándose a la tabla de honorarios que al efecto proporcionará el Centro de Conciliación antes citado.”  

Esto significa que los costos indicados anteriormente debe reducirse a la mitad, ya que la Fundación General de la Universidad de Salamanca se encuentra obligada a cubrir por partes iguales con el Poder Judicial los costos de este proceso.”

-0-

SE ACUERDA:  Aprobar el informe anterior, trasladar éste y el conocido  en la sesión N°14 celebrada el 29 de julio de 2004, artículo II para conocimiento de la Corte Plena. ACUERDO FIRME.  

“ARTICULO III

El Dr. Alfredo Chirino Sánchez, Director de la Escuela Judicial informa que el Lic. Mario Granados, Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad La Salle, lo visitó recientemente, en compañía de la Licda. Nancy Hernández, y conversaron sobre la posibilidad de impulsar proyectos comunes de formación y capacitación judicial.

A raíz de esta visita, y explorando áreas de interés común, es que surgió la iniciativa de impulsar el proyecto de construir un programa de derecho judicial, para estudiantes de último año de la carrera de derecho, en el que pudieran involucrarse las universidades, públicas y privadas del país.  Este programa podría ser la punta de lanza de una iniciativa de mayores proporciones que pudiera conectarse con el Proyecto de Formación Inicial de Jueces, que dichosamente pronto podremos ver iniciarse.

Don Mario estuvo muy anuente a interponer sus buenos oficios para que esta tarea pudiera encontrar eco en las autoridades de la Universidad La Salle, las cuales ya expresaron su beneplácito a la misma, y solo estarían a la espera de una decisión de este Consejo en el sentido de dar inicio a este proyecto.

Lo conversado implica, en primera instancia, el diseño de un programa de uno a dos cuatrimestres en derecho judicial, que pudiera ser matriculado por los estudiantes interesados durante su último año de carrera.  La Escuela Judicial solo asumiría una labor de apoyo y acompañamiento para que el diseño cumpla ciertos estándares que esperamos sean los que seguirán otros centros de estudio.  Esto implica que la experiencia con la Universidad La Salle será piloto, con el objetivo de poderla ofrecer y reproducir en todas las demás que manifiesten interés en trabajar en esta dirección.

Como es de conocimiento de este Consejo, agrega el Dr. Chirino, el Programa de Formación Inicial, en su diseño original, implicaba también algún vaso comunicante con las universidades.  Dicha conexión tenía sentido en una doble vertiente:  por un lado, para cooperar con las universidades en la construcción de un programa extraordinario en derecho judicial que les permitiera formar vocacionalmente a aquellos con interés de ser jueces y, en segundo lugar, para poder promover la introducción en los curricula universitarios de temas de interés para la justicia.

Es un hecho que existe una corresponsabilidad de las universidades en la formación de los juristas y, especialmente, de los candidatos a jueces.  Paradójicamente esta corresponsabilidad no ha sido adecuadamente planteada hasta el momento en el debate sobre la reforma judicial, sin embargo, debe formar parte de la reflexión a lo interno de la Escuela Judicial, sobre todo si se quiere hacer una oferta integral que prepare al país para asumir los retos cruciales en pro de una justicia adecuada al momento presente del desarrollo económico y social del país.

Este plan, subraya el señor Director, depende de la aceptación de las Universidades, y que sean estas quienes la asuman como parte de sus empeños académicos, con el fin de que se convierta en una verdadera iniciativa para el cambio, que la Escuela bien puede promocionar y acompañar.

 Dentro de los efectos colaterales deseables de esta experiencia, apunta el Dr. Chirino, las siguientes: la posibilidad de ir preparando un semillero de potenciales participantes en el Curso de Formación Inicial y, en segundo lugar, ir posicionando el tema del derecho judicial y de la administración de la justicia dentro de los temas que forman parte de los curricula universitarios del país

El programa podría empezarse a elaborar este año y ofrecerse, de manera piloto, en el año universitario de 2005.  Considera, adicionalmente, que con la Universidad la Salle se puede llevar a cabo un plan piloto interesante, no solo por el buen ambiente que tiene la iniciativa, tal y como ha sido expuesta, sino porque las experiencias adquiridas enriquecerán las propuestas que eventualmente se planteen a otros Centros de Educación Superior. 

Previa deliberación SE ACUERDA:  Apoyar el  convenio de capacitación con la Universidad de la Salle para llevar a cabo un Programa Piloto de Formación en Derecho Judicial a estudiantes de último año de la Carrera de Derecho.  ACUERDO FIRME.”

ARTICULO IV

La Licda. Silvia Navarro Romanini, Secretaria General en oficio N° SP-256-04 de fecha 31 de agosto del 2004, remite al Lic. Alex Solís Fallas, Contralor General de la República para que otorgue el refrendo de ley, el “Addendum al Contrato de Prestación de Servicios Profesionales N° 70-CG-03”, suscrito entre el Poder Judicial y el señor Luis Salas Calero,  Apoderado Legal de la Universidad Internacional de la Florida (FIUD) y solicita asignar para este estudio al Lic. Randall Vargas, Fiscalizador de la Unidad de Autorizaciones y Aprobaciones de la División de Desarrollo Institucional de ese ente contralor.

SE ACUERDA:  Tomar nota.

ARTICULO  V

El señor Róger  Calderón Mora, Secretario General a.i. de la Corte en oficio N°7272-04 de fecha 30 de julio del 2004 transcribe acuerdo de Corte Plena de la sesión N°23-04 celebrada el 14 de junio último que dice:

“ARTÍCULO X
            El Doctor Alfredo Chirino Sánchez, Director de la Escuela Judicial, en oficio N° 50-CD/EJ-00 de 10 de abril del 2.000, transcribió el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en la sesión celebrada el 6 de ese mes, artículo V, en el que se dispone remitir a esta Corte para el trámite correspondiente, el “Proyecto de Reglamento de Evaluación”.
            Las diligencias se remitieron a estudio de los Magistrados Solano y Rivas, a quienes la Secretaría General les ha formulado reiterados recordatorios sobre el tema, siendo el último en oficio N° 4237-04 del 26 de mayo pasado.
            El Magistrado Solano, en oficio N° PSC-0546-2.004 de 2 de junio en curso, expresa:
         “Me refiero a su oficio N° 4327-04, del día 26 de mayo, pero recibido el día de ayer en mi oficina, y en el cual se refiere a un encargo que la Corte Plena nos hizo al Magistrado Rivas y a mí, sobre el “Proyecto de Reglamento de Evaluación” para la Escuela Judicial y sobre el cual no hemos hecho pronunciamiento.
         Es cierto, además, que en diversas oportunidades, ha habido algún recordatorio sobre la pendencia de este asunto.
         Sin embargo, el laguna de las oportunidades en que Usted me requirió en relación a este asunto, yo había remitido a don Luis Guillermo una nota  que previamente había conversado con él, en el sentido de que, estando en estos momentos pendiente el diseño profesional de la Programa de Formación Inicial para la Escuela Judicial, estimaba apropiado esperar a lo que recomendaran sobre ese tema los especialistas contratados al efecto.  Aporto copia del oficio PSC- 045-2.003.
         Cometí el error de no dar seguimiento a esa posición, o en su caso, enviarle una copia a usted, para que la Corte se enterara de nuestra posición, pero como seguimos en mora con nuestro encargo, lo pongo ahora en su conocimiento, a fin de que la Corte como tal apruebe mi punto de vista sobre el particular.”.
            Se acordó: Tomar nota de la comunicación del Magistrado Solano y en consecuencia esperar a que se produzca la recomendación de los especialistas contratados a que se refiere el señor Magistrado, para que rinda junto con el Magistrado Rivas el informe solicitado.”
-0-

SE ACUERDA:  Tomar nota.

ARTICULO VI

La Licda. Silvia Navarro Romanini, Secretaria General  en oficio N°7356-04 de fecha 28 de julio del 2004, transcribe acuerdo tomado por la Corte Plena en la sesión N°26-04 celebrada el 26 de julio del año en curso, que dice:

“ARTÍCULO XX


El licenciado Mateo Ivankovich Fonseca, Subdirector de la Escuela Judicial, en oficio N° 091-CD/EJ-04 de 22 de julio en curso, transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de esa Escuela, en la sesión celebrada el 22 de este mes, artículo único, que dice:

“La Mag. Ana Virginia Calzada Miranda, Presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, informa que para llevar a cabo el proyecto de “Formación Inicial de Jueces” es necesario solicitar autorización a la Corte Plena para que la consultoría que se le adjudicó a la Universidad Internacional de la Florida se pague con fondos del Poder Judicial, por lo anterior presenta para aprobación el  informe EJ-DIR-281-2004 de fecha 20 de julio del año en curso que dice:

“Les remito el presente informe con la finalidad de solucionar la situación que se está presentando con el presupuesto asignado para responder al pago del contrato de servicios profesionales para el diseño del Programa de Formación Inicial de Jueces N° 70-CG-03, suscrito entre el Poder Judicial y la empresa consultora Universidad Internacional de la Florida. 

a) Antecedentes 

Mediante el proceso de licitación pública N° 39-02, se le adjudicó a la Universidad Internacional de la Florida la consultoría para desarrollar el Programa de Formación Inicial de Jueces,  procedimiento de contratación que concluyó durante el año 2003.

La División de Desarrollo Institucional, Unidad de Autorizaciones y Aprobaciones de la Contraloría General de la República mediante oficio DI-AA-0144 del 20 de enero de 2004, refrendó el contrato de servicios de consultoría para el desarrollo del Programa de Formación Inicial de Jueces N° 70-CG-03.   

Por esta consultoría deberá cancelársele a la empresa contratista 170.000.00 dólares, provenientes del contrato de préstamo suscrito entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Banco Interamericano de Desarrollo N° 859/OC-CR. Estos recursos deberán pagarse a tractos, por un plazo total de ejecución de 18 meses. 

b) Situación presupuestaria de la consultoría para el diseño del Programa de Formación Inicial de Jueces

La consultoría para el diseño del Programa de Formación Inicial de Jueces cuenta con un contrato debidamente refrendado por la Contraloría General de la República desde el 20 de enero de 2004, fecha a partir de la cual este  proyecto debió haberse iniciado. 

La razón principal de no haber comenzado la ejecución de este contrato en la fecha indicada ha sido de orden presupuestario, debido a que los 170.000.00 dólares que se encuentran asignados para financiar esta contratación provienen del denominado “ fondo local” y surgen del superávit del Poder Judicial que es asignado al programa de préstamo No. 859/OC-CR antes mencionado, con lo cual, de conformidad con lo establecido por la actual Ley de Administración Financiera y Presupuestos Públicos, estos deben ser aprobados por la Asamblea Legislativa dentro del presupuesto extraordinario del 2004.

Sin embargo la Asamblea Legislativa será quien apruebe los 170.000.00 dólares incluidos en la ley de presupuesto extraordinario de este año, que de acuerdo con nuestras proyecciones podría ser en los meses de setiembre u octubre.

Esta situación es apremiante, ya que una vez autorizados los recursos estos deben ejecutarse -y no sólo comprometerse- antes del 31 de diciembre de este año, obligando a la Escuela Judicial a desarrollar la consultoría en un período de dos meses o menos, cuando contractualmente este proyecto se encuentra diseñado para efectuarse en un plazo de dieciocho meses, por lo que en términos reales resulta imposible ejecutarlo en tan corto período de tiempo. Por lo tanto, sí los recursos no se ejecutan antes de finalizar el año nuevamente deben ser incluidos en la ley de presupuesto del 2005 y ser aprobados a finales de ese mismo año, lo que implicaría volver a la situación actual.

En todo caso, a partir del 2005 y de acuerdo a una disposición del Ministerio de Hacienda con fundamento en lo establecido en la Ley de Administración Financiera y Presupuestos Públicos, los ingresos de capital (como lo son los recursos asignados a esta contratación), no pueden utilizarse para financiar el pago de servicios de consultoría que son gastos operativos ordinarios.

En síntesis, la consultoría para diseñar el Programa de Formación Inicial de Jueces no puede ser financiada con los 170.000.00 dólares provenientes del contrato de préstamo con el BID, por consiguiente es necesario buscar otras fuentes de financiamiento para ejecutar este importante proyecto.

c) Razones que justifican la búsqueda de soluciones a la situación financiera de la consultoría para el diseño del Programa de Formación Inicial de Jueces

La situación presupuestaria de esta contratación obliga al Poder Judicial de manera urgente a buscar soluciones que le permitan comenzar a ejecutar este proyecto, debido principalmente a las siguientes razones:

1.
Importancia para el Poder Judicial de desarrollar un Programa de Formación Inicial de Jueces: el Poder Judicial de nuestro país es uno de los pocos que no cuenta con un moderno programa de selección y formación inicial de jueces, por lo que ejecutar este contrato es de vital importancia para el desarrollo de la institución en este ámbito. Asimismo, este proyecto tendrá una incidencia fundamental en la actual estructura operativa, legal y presupuestaria de la Escuela Judicial que permitirá diseñar un nuevo modelo de Escuela Judicial que satisfaga de manera más eficiente las futuras necesidades de capacitación del Poder Judicial además de toda la reforma institucional que actualmente se impulsa. 

2.
Obligatoriedad legal del Poder Judicial de pagar el contrato suscrito con la empresa contratista: desde el momento en que la Contraloría General de la República refrendó el contrato el 20 de enero del presente año, el Poder Judicial asumió la obligación, según las cláusulas del contrato N° 70-CG-03 “Vigésima Cuarta.-Eficacia” y “Vigésima Sétima.- Vigencia” de dar la orden de inicio para que la firma consultora comience a ejecutar el contrato. Asimismo, los artículos 8 de la Ley de Contratación Administrativa y 10.3 del Reglamento General de esa misma materia establecen la obligación de la administración contratante de contar con los recursos presupuestarios para el pago de las obligaciones originadas en un contrato administrativo. En virtud de lo anterior, el Poder Judicial se encuentra obligado a buscar los recursos para financiar este contrato, ya que si no procura esto, se arriesga a que la empresa contratista demande al Poder Judicial por incumplimiento contractual.

Por lo tanto, por interés institucional y por las obligaciones contractuales asumidas por el Poder Judicial con la empresa contratista, es urgente buscar los recursos para financiar sin más demora el proyecto de formación inicial de jueces.

d) Solución a la situación presupuestaria de la consultoría para el diseño del Programa de Formación Inicial de Jueces

A efectos de buscar una solución a la situación planteada, se realizaron las consultas necesarias al Ministerio de Hacienda y a la Contraloría General de la República y se llegó a la conclusión de que la manera de solventar esta situación que el contrato de consultoría para el diseño del Programa de Formación Inicial de Jueces sea financiado con presupuesto propio de la Escuela Judicial, esto significa sustituir los recursos extraordinarios provenientes del contrato de préstamo con el BID en recursos ordinarios del Poder Judicial.

A efectos de lograr lo indicado, se recomienda una posible solución dentro de la cual la Corte Plena deberá autorizar los siguientes aspectos:

1.
Introducir un addendum al contrato N° 70-CG-03 a efectos de ampliar la fuente de financiamiento contractual y por lo tanto se le permita a la Escuela Judicial pagar este proyecto con su propio presupuesto ordinario. La redacción de este addendum sería el  siguiente:

SEGUNDA.- PROCEDIMIENTOS.-

Para la presente contratación se han seguido los procedimientos estipulados en los Anexos de la Ley N° 7496 y los señalados en la Ley de Contratación Administrativa y su Reglamento General; y la Firma Consultora ha resultado seleccionada con base en los mismos. Los recursos para la contratación provienen del Contrato de Préstamo No. 859/OC-CR suscrito entre la República de Costa Rica y el Banco Interamericano de Desarrollo. Para el año 2004 el presente contrato se financiará con fondos del presupuesto ordinario de la Escuela Judicial, bajo la subpartida 162 y con base en la modificación externa N° 04-2004 al presupuesto ordinario, aprobada por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 47-04 del 29 de junio de 2004, artículo LXXVI y que actualmente se encuentra en trámite de aprobación ante el Ministerio de Hacienda. Asimismo, para el año 2005 y durante los siguientes años en que se deba desarrollar este proyecto, se deja abierta la posibilidad de financiar este contrato por medio de fondos del presupuesto ordinario de la Escuela Judicial, bajo la subpartida 162 de consultorías. (el addendum se encuentra en letra cursiva)
La Corte Plena deberá aprobar este addendum y remitirlo a la División de Desarrollo Institucional, Unidad de Autorizaciones y Aprobaciones de la Contraloría General de la República para su debido refrendo. 

2.
A efectos de poder ejecutar el anterior addendum, la Corte Plena deberá también aprobar lo siguiente:

-Autorizar a la Escuela Judicial que por medio de la transferencia presupuestaria N° 04-2004 aprobada por el Consejo Superior en sesión N° 47-04 del 29 de junio de 2004, artículo LXXVI aprobado por la Dirección de Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda mediante oficio H-22, y en proceso de firma y publicación en Leyes y Decretos de Casa Presidencial, mediante la cual se transfieren recursos a la subpartida 162 (consultorías) de la Escuela Judicial, se pague durante el presente año 85.000.00 dólares correspondientes a las primeras etapas del proyecto.

-Autorizar las transferencias necesarias al presupuesto ordinario de la Escuela Judicial del año 2005, a efectos de que se cancelen los restantes 85.000.00 dólares a cargo de la subpartida 162 (consultorías) de la Escuela Judicial, para poder continuar ejecutando el resto de las etapas del proyecto durante todo el año 2005. Debe aclararse que los recursos que se trasladarán a esta subpartida afectarán parcialmente algunos cursos y programas del 2005, lo cual implica un sacrificio para la Escuela Judicial. Esta situación podría ser solventada mediante la colaboración interinstitucional ordinaria que brindan organismos nacionales e internacionales a la Escuela Judicial en sus programas de capacitación.
-Autorizar a la Escuela Judicial, Unidad Ejecutora, Departamento de Proveeduría y Financiero Contable, iniciar la ejecución de este contrato, pagando 85.000.00 dólares por las primeras etapas del proyecto a cargo de la subpartida 162 del presupuesto ordinario de la Escuela Judicial del año 2004 y los restantes 85.000.00 dólares correspondientes a las demás etapas de la contratación, el otro año a cargo de las transferencias presupuestarias que se harán a la subpartida 162 del presupuesto ordinario de la Escuela Judicial del 2005.

-Autorizar que el procedimiento para proceder a efectuar los pagos de este proyecto se realice de la siguiente manera: 

· Elaboración de orden de compra: respecto a los recursos que corresponden al presupuesto de la Escuela Judicial, el Departamento de Proveeduría deberá confeccionar una orden de compra con cargo al presupuesto del año 2004, subpartida 162, consultorías, por un monto aproximado de $85.000.00 (ochenta y cinco mil dólares americanos), que corresponde al cronograma de trabajo y al primer hito de control del proyecto. Para el periodo presupuestario del 2005, deberá confeccionarse una nueva orden de compra por el saldo en descubierto del valor de la consultoría, con cargo a la subpartida 162, consultorías del presupuesto de la Escuela Judicial.

· Emisión de pagos: corresponderá al Departamento Financiero contable, gestionar los pagos que se sustenten en las órdenes de compra antes indicadas. Para ello deberá respaldarse en los informes de aprobación de hitos o productos emitidos por la Escuela Judicial y conocidos por la Unidad Ejecutora. Es claro que el procedimiento de pago recae en manos del Departamento Financiero Contable en su totalidad, el cual contempla la tramitación de factura de gobierno y comercial, el acuerdo de pago y la emisión final del pago mediante depósito en la cuenta del proveedor o emisión de cheque.

No omito manifestar que lo anterior cuenta con un acuerdo firme del Consejo Directivo de la Escuela Judicial y ha sido consultado con la Unidad Ejecutora como con los Departamentos de Financiero Contable y Proveeduría. 

Sin otro particular a la espera de las aprobaciones propuestas en el presente documento, se despide atentamente,”
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SE ACUERDA: Aprobar el informe anterior y comunicarlo a Corte Plena para su aprobación. ACUERDO FIRME.”
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Agrega la Magistrada Calzada: “Con la aprobación del presupuesto extraordinario se le garantizaba a la Escuela Judicial la posibilidad de poder iniciar el Programa de Formación Inicial, lo que pasa es que según se nos informó, esa partida que se va a aprobar en el presupuesto únicamente puede ser utilizada como inversión y no puede reforzar la partida de consultorías. Entonces la Escuela está proponiendo a la Corte suscribir un addendum para empezar ahora en agosto con dicho programa, nosotros haríamos un cambio en las partidas que tenemos en este momento reforzando la partida 162 que es la que tiene que ver con consultorías, para poder pagar todos los costos iniciales, los dos primeros hitos que ya fueron contratados con la FIU y luego tener la posibilidad de que el año entrante la Corte, al utilizar nosotros recursos de la Escuela para pagar estas consultorías, se refuerce un poco el presupuesto de la Escuela Judicial. En días pasados conversé con el Magistrado Rivas y le decía que una posibilidad para no perder lo del presupuesto extraordinario, porque nosotros no podemos utilizarlo de aquí a diciembre, es construir de una manera rápida las aulas de la Escuela Judicial en San Joaquín de Flores, donde  ya hay un terreno asignado para la Escuela.  Además, de no utilizar nosotros ese dinero habría que volverlo otra vez -de acuerdo a los nuevos lineamientos que ha dado el Ministerio de Hacienda- a presupuestar y podríamos volverlo a utilizar hasta agosto o setiembre del 2.005.  En base a eso hicimos estas propuestas a Corte Plena para que se nos autorice a hacer el cambio en las partidas presupuestarias, y con presupuesto de la Escuela poder pagar los primeros dos hitos para Formación Inicial, lo mismo haríamos con el presupuesto del año entrante, reforzando también la partida 162, y que la Corte tenga conocimiento de que eso va a implicar lógicamente que algunos de los cursos de la Escuela Judicial van a tener que ser suspendidos para poder fortalecer el Programa de Formación Inicial, incluso algunas publicaciones no las podríamos hacer en el 2.005 para poder reforzar la partida 162.  A nosotros nos parecía que esa era una buena opción, la conversamos con la gente de la Contraloría, con Hacienda y con el Departamento de Planificación del Poder Judicial y todos estuvieron conformes de que el procedimiento se podía hacer”.

Expone el Magistrado Vargas: “La Magistrada Calzada menciona que este tema fue conversado con funcionarios de la Contraloría General de la República y el Ministerio de Hacienda y que pareciera que no hay ningún problema, sin embargo yo no sé si eso está documentado. Si tenemos criterios de la Contraloría de que eso no es problema llevarlo a cabo pues no habría ningún problema, de lo contrario yo creo que debiéramos contar aquí con el criterio de la Asesoría Legal del Poder Judicial, para que conste debidamente.”.

Señala el Magistrado Solano: “Entonces complementando lo que dice el Magistrado Vargas, que en el acuerdo quede acreditado las consultas que hizo la Escuela Judicial en el sentido de la legalidad del procedimiento a seguir”.

El Presidente, Magistrado Mora, agrega: “También estoy viendo que para esto habría que firmar un addendum el cual necesariamente tiene que ir aprobado por la Contraloría General de la República.” 

Recibida la votación correspondiente, por mayoría de doce votos se acordó: Previamente a resolver lo que corresponda, remitir las diligencias a estudio del Asesor Legal de la Dirección Ejecutiva, a efecto de que dentro del término de ocho días rinda el correspondiente informe. Así votaron los Magistrados Solís, León, Escoto, van der Laat, Varela, Vega, Ramírez, Solano, Vargas, Jinesta y los suplentes Castro Alpízar y Volio.

Los Magistrados Mora, Rivas, González Camacho, Aguirre, Chaves, Castro Monge, Arroyo, Calzada y la Suplente Carro, emitieron su voto por aprobar la solicitud del Consejo Directivo de la Escuela Judicial.
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Adiciona la Magistrada Calzada: “Si la mayoría decide pedir criterio yo no tengo ningún problema, sólo quisiera decirles que el único criterio que podría dar la Sección de Asesoría Legal es básicamente lo que se está diciendo aquí. El cambio de una partida presupuestaria de un rubro a otro está en la ley y no es ninguna asesoría legal que tenga que darse.  Simplemente es presentarlo a la Contraloría y que ésta lo apruebe o lo impruebe, pero me parece que el pedir criterio sobre algo que la ley está autorizando a la Corte no tiene ningún sentido. Con eso lo que vamos a hacer es perder un poco de tiempo e incluso atrasar más el Programa de Formación Inicial, y con la posibilidad de que puedan incurrirse en algunas responsabilidades pecuniarias por no poder empezar a tiempo el desarrollo del contrato. Yo quisiera entonces plantear una reconsideración con base en esto y hacerle ver a la Corte también que podríamos tener algunas responsabilidades si no pagamos a tiempo y que el cambio de partidas está autorizado en la ley”.

El Magistrado Vargas refiere: “Yo preferiría incurrir en responsabilidad por pedir un criterio legal que por no pedirlo. Es cuestión de criterio pero yo sí debo dejar claro eso. Y luego, para no atrasar el asunto me parece que la Asesoría Legal, a petición de la Corte, podría presentar el criterio para la próxima sesión y a partir de mañana el abogado pondrá todo su empeño, que no dudo que lo hace siempre, a sacar un criterio para que esté aquí en manos de Magistradas y Magistrados antes de la próxima sesión.”.

El Presidente, Magistrado Mora, le consulta a la Magistrada Calzada: “¿La revisión sería en qué sentido? ¿de que usted tiene duda en cuanto a la votación?, porque si sería por el fondo de la cuestión, deberíamos esperar a tener el acta aprobada.?”

Aclara la Manifiesta Calzada: “Yo lo que estoy replanteando ahora es la reconsideración del acuerdo aunque no esté firme en este momento, porque me parece que tal vez no expliqué en su momento que nada pasaría, si esto no va a la Sección de Asesoría Legal, porque en última instancia es siempre la Contraloría la que va a aprobar o improbar el cambio de la partida presupuestaria, que es lo que estaríamos haciendo nosotros.”

Agrega el Presidente, Magistrado Mora: “Estimo que la Corte ya tomó una determinación, en este caso y al momento no cabe otro recurso, sino la reconsideración o la revisión en el momento en que conozcamos del pronunciamiento de la Corte.”Se declara acuerdo firme”.
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SE ACUERDA: Tomar nota.

ARTICULO VII

El Lic. Martín Matamoros Mora, Jefe de la Unidad de Capacitación del O.I.J., en oficio EJ-CAP-300-2004 dice:

“Muy respetuosamente me permito hacer del conocimiento de los honorables miembros del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, con el aval de la Dirección de la Escuela Judicial, dos asuntos para su consideración con el fin de que se resuelva lo que corresponda.

A) Bastones policiales expandibles:Para las fechas del 6 al 9 de setiembre y del 11 al 15 de octubre, meses del año en curso, se tiene programado ofrecer capacitación a personal del Organismo de Investigación Judicial en el Uso y Manejo del bastón policial expandible. 

       En conversación sostenida con el Lic. Marlon Schlotterhausen Rojas, Secretario General  del Organismo de Investigación Judicial me enteré que el Organismo no ha adquirido este tipo de implemento policial y que no está proyectado adquirirlo en futuros presupuestos, por las limitaciones existentes y conocidas por todos.

      Ante esta situación y siendo que la Escuela Judicial adquirió el año pasado 20 bastones policiales, hemos considerado oportuno proponer al Consejo Directivo que analice la posibilidad de que la Unidad de Capacitación ofrezca el Curso mencionado al Servicio Policial de Intervención Inmediata  ( S.P.I.I.) en la semana del 6 al 9 de setiembre y a un grupo de 10 servidores de la Sección de Cárcel y Transportes  en la semana del 11 al 15 de octubre y que concluida la capacitación y con la autorización correspondiente del Consejo Superior se asignen al S.P.I.I. y a la Sección de Cárcel y Transportes los bastones mencionados.     

     De lo contrario, no tendría mayor sentido impartir la capacitación programada, pues no produciría impacto alguno en el desempeño de los investigadores que la reciban, ya que al volver a sus oficinas tendrán a su disposición un bastón de estas características y como indique no se tiene planeado la compra de estos.

      Por otra parte, la Unidad de Capacitación de la Escuela Judicial tendría que guardar los bastones y ofrecer capacitación en este campo hasta que la policía judicial equipe a los investigadores con este instrumento defensivo, lo cual podría significar que por el paso del tiempo y la falta de uso se deterioren.

B) Transporte para cursos de armas de fuego: Desde hace ya varios años, la capacitación en el manejo de armas de fuego se ha dificultado por la falta de medio de transporte para trasladar a los participantes e instructor hasta el  “tajo” de Tacacorí de Alajuela.

Esta situación ha provocado que los cursos programados se suspendan para reprogramarlos en una fecha posterior o cancelarlos definitivamente como sucedió con los Curso de Escopeta calibre .12 y Subametralladora UZI, programados para las semanas del 23 al 27 de agosto y 16 al 20 de agosto respectivamente, por lo que no se podrá cumplir satisfactoriamente el Plan de Trabajo de este año.

Igualmente, nos vimos en la necesidad de suspender el Curso de Cartografía que se iba a impartir personal de la Academia de la Fuerza Pública en Murciélago, Guanacaste del 12 al 16 de julio del mes en curso, principalmente porque no se contó con el préstamo de un vehículo para mantenerlo en el lugar con el fin de atender cualquier emergencia que pudiera presentarse y para trasladar alimentos, toda vez que por la ubicación del Centro de Capacitación de Murciélago, se debe brindar la alimentación a los participantes y no los viáticos o ayuda económica como se estila en otros casos.

La problemática del transporte en la Escuela Judicial no afecta solamente a la Unidad de Capacitación,  sino también a otros programas de la  Escuela Judicial y en nuestro caso,  al  suspender a última hora las actividades programadas, por el motivo ya expuesto, lo que afecta la percepción de los usuarios en cuanto al trabajo que se ejecuta.
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SE ACUERDA: 1) Aprobar que el curso de “Bastones policiales expandibles” se imparta al Servicio Policial de Intervención Inmediata (S.P.I.I.) en la semana del 6 al 9 de setiembre y a servidores de la Sección de Cárcel y Transportes en la semana del 11 al 15 de octubre de 2004.  Con  respecto a  que se autorice la  asignación de los 20 bastones policiales adquiridos por la Escuela se reconsiderará y se les comunicará  una vez que la Dirección de la Escuela Judicial consulte  la posibilidad de adquirir otros  para la Escuela con cargo a la partida 299  para el  próximo año. 

2)Se toma nota de los cursos de armas de fuego que han sido suspendidos  por falta de transporte y que están dentro del Plan de Trabajo de la Escuela de este año.  Debido a la necesidad imperante y a la importancia de que estos,  se dispuso trasladar el asunto a conocimiento del  Consejo Superior para que resuelva lo que corresponda  y se designe  un vehículo tiempo completo para el próximo año con el  objeto de trasladar a los estudiantes y permanezca en el lugar con el fin de atender cualquier emergencia que pudiera presentarse, ya que siempre se ha tramitado con el tiempo suficiente el transporte y a última hora avisan a la Escuela que tuvieron que asignar el vehículo para otra diligencia causando la suspensión de estos y no se puede solucionar el problema con el único vehículo que tiene la Escuela,  debido a que tiene que cumplir con la programación establecida. ACUERDO FIRME.

ARTICULO VIII

La Licda. Silvia Navarro Romanini, Secretaria General en oficio N°7245-04 de fecha 28 de julio del 2004 transcribe acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión N°25-04, celebrada el 12 de julio del presente año, que dice:

“ARTÍCULO XXXI


SALE LA MAGISTRADA VILLANUEVA.


En sesión del 29 de marzo del año en curso, artículo XXIV, se tomó el siguiente acuerdo:


“La licenciada Sonia Navarro Solano, Directora del Programa Poder Judicial-BID, en oficio N° PJ-BID-246-04 de 21 de este mes, expresa:


“Por su digno medio, me permito informar a Corte Plena, que acatando lo dispuesto en Sesión N° 45, celebrada el día 01 de diciembre del 2003, la Unidad Ejecutora ha procedido a la ejecución de la garantía de cumplimiento presentada por la Fundación General de la Universidad de Salamanca, por un monto total de $17.000.00.


Por tal motivo he procedido a remitir el cheque correspondiente a la Dirección Ejecutiva, a efecto de que se realice la reincorporación de los fondos al presupuesto del Poder Judicial, para lo cual recomiendo además se considere asignar la partida al presupuesto de la Escuela Judicial.”


Se dispuso: tomar nota del informe de la licenciada Navarro Solano.”.
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El licenciado Alfredo Jones León, Director Ejecutivo, mediante oficio N° 4716-DE-2.004, del 2 del presente mes de julio, indica que en el acuerdo transcrito no se hizo pronunciamiento expreso acerca de en qué se pueden utilizar esos recursos, por lo que solicita se le giren instrucciones sobre el particular.


Se acordó: Autorizar - conforme propone la licenciada Navarro Solano - que los recursos se asignen a la partida de la Escuela Judicial.”
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SE ACUERDA: Tomar nota.

ARTICULO IX

La señora Flory Tames Brenes, Prosecretaria General , en oficio  N°6849-04 de fecha 4 de agosto de 2004 transcribe acuerdo del Consejo Superior de la sesión N°39-04 celebrada el 1 de julio del 2004 y dice:

“ARTÍCULO LVIII
            Mediante correo electrónico de 25 de mayo del año en curso, se recibió oficio No. 2635-DE-04 de 20 de mayo del año en curso, suscrito por el licenciado Alfredo Jones León, Director Ejecutivo, que literalmente dice:
“En cumplimiento de lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesión celebrada el 26 de febrero de este año, artículo XXV, en donde da a conocer a esta Dirección las recomendaciones emitidas por la Auditoria Judicial en la “Evaluación del sistema de control interno en relación con la adquisición de una recargadora de tiros asignada a la Escuela Judicial”, hago de su estimable conocimiento lo siguiente: 
Esta Dirección analizó los cálculos efectuados por esa Auditoria en cuanto al costo de las tres diferentes alternativas, compra de tiros nuevos, compra de tiros recargados por empresa externa y la recarga de tiros en la institución, en donde efectivamente tal como lo señala la Auditoria es más rentable para la institución realizar la recarga de tiros, por lo que se comparte el mismo criterio. 
En vista de lo anterior, se llevo a cabo una reunión el 16 de abril con el Lic. Mateo Ivankovich, Subdirector de la Escuela Judicial, Lic. Martín Matamoros Mora, Encargado Unidad de Adiestramiento y el Lic. Vicente Martínez, Administrador de esa Escuela, con el fin de conocer lo actuado hasta el momento con la recargadora de tiros.
Según lo señalado por el Lic. Ivankovich la pólvora ya se encuentra almacenada en el Arsenal Nacional. En cuanto a los fulminantes la Escuela mediante el oficio EJ-DIR-128-2004, del 12 de abril, solicitó al Director General de Armamento del Ministerio de Seguridad Pública, la autorización para que sean resguardados en dicho lugar, estando pendiente a la fecha la respuesta por escrito de ese Ministerio, sin embargo, verbalmente el señor Eric Karoliki, Director General de Armamento del Ministerio de Seguridad Pública, en visita realizada el 29 de abril de este año a la Armería del OIJ, manifestó verbalmente que no había inconveniente alguno al respecto.
Ahora bien, en vista de que inicialmente en el presupuesto del 2005 se hizo necesario realizar rebajos en algunas subpartidas dentro de ellas la 299 “Otros materiales y suministros” por la suma de ¢7.299.129.00, por lo cual será difícil para la Escuela Judicial la compra de tiros para ese período, por lo cual se estableció como prioridad para este año y el 2005 que la recargadora sea instalada e inicie a generar producto terminado, para la utilización de está en el desarrollo del curso de armas, ya que la eficiencia y buena capacitación esta basada en la práctica de disparos que realice un participante.
Por lo anterior, el licenciado Matamoros, en busca de una alternativa para la instalación de la recargadora, sostuvo conversaciones con el Lic. Marlon Schlotterhausen, Secretario General del Organismo de Investigación Judicial, con el fin de que permita instalar la misma en una plataforma de metal con que cuenta la armería ubicada en el 5º piso del edificio del OIJ, quién accedió a colaborar con la Escuela Judicial. 
Aunado a lo anterior, se gestionó ante la Dirección Nacional de Armamento, la asesoría y visita a esa armería con el fin de obtener criterio sobre la conveniencia o no de trabajar con la recarga de tiros en ese lugar. Obteniéndose la visita del Comandante Eric Karolicki Karolicki, el día 29 de abril último, a la cual asistió servidores de la Escuela Judicial, del OIJ, de la Auditoria Judicial y de esta Dirección. 
Mediante el oficio Nº1886-2004DGA del 17 de mayo de este año, el señor Karolicki, emite su criterio por escrito sobre la visita realizada (véase anexo Nº1), en el cual indica que donde se encuentran ubicadas las máquinas recargadoras de munición del OIJ, cumple con los requisitos de seguridad para la recarga de tiros, por lo consecuente no hay inconveniente con la instalación de la máquina recargadora de la Escuela Judicial. Además, recomienda que la ventana que esta ubicada detrás de las maquinas sea sellada o en su defecto la parte dispensadora de pólvora sea cubierta, con el fin de que no le pegue la luz solar, así mismo, se deberá mantener un extintor tipo ABC de cinco libras, así como, Kits de reparación para las máquinas del OIJ, manual para la limpieza y uso de calibración de las ojivas de las mismas. 
En vista de lo anterior, según lo manifestado por el Lic. Martín Matamoros, el 18 de este mes procedió a visitar en compañía del Lic. Marlon Schlotterhausen, las instalaciones de la Armería del OIJ, con el fin de tomar las medidas necesarias para llevar a cabo las modificaciones recomendadas por el señor Karolicki. Por otra parte, informó el licenciado Matamoros que la recargadora de tiros de la Escuela Judicial, fue instalada el 19 de este mes, así como el extintor y el cobertor para la dispensadora de pólvora, así mismo, el licenciado Schlotterhausen, indicó que también el 19 de este mes se instaló los  tubos de PBC que cubrirán la pólvora. 
Al ser aprobada la recarga en la armería del OIJ, por parte de la Dirección Nacional de Armamento, la Escuela Judicial procederá a solicitar los permisos respectivos ante las instancias correspondientes con el fin de que el señor Federico Rojas Quirós, antiguo Armero del OIJ, sea el encargado de capacitar a los servidores de la Escuela Judicial que estarán a cargo de realizar la recarga de tiros, o bien, coordinar con el señor Eric Karolicki para que se lleve a cabo dicha capacitación a través de funcionarios de la Dirección Nacional de Armamento, colaboración que fue ofrecida por dicho funcionario.
En virtud de lo anterior, según lo manifestado por el licenciado Matamorros se espera que una vez aprobada la capacitación, a más tardar en el segundo semestre de este año se inicie con la actividad de la recarga de tiros.
-0-
Se acordó: Tomar nota de la comunicación del Director Ejecutivo y en vista de que la recargadora de tiros se puede utilizar, se le manifiesta a la  Escuela Judicial que continué con el proceso de capacitación.”

-0-

SE ACUERDA:  Tomar nota y se comisiona al Lic. Martín Matamoros Mora, Encargado de la Unidad de Capacitación del O.I.J. que gestione lo que corresponda para que se inicie el proceso de capacitación para el uso de la recargadora de tiros. ACUERDO FIRME.

ARTICULO X

La Licda. Marta Asch Corrales, Jefa del Departamento de Planificación en oficio N°1403-PLA-2004 de fecha 11 de agosto del 2004 dice:

“Le remito el informe No. 046-PI-2004, suscrito por la Licda. Bernardita Madrigal Córdoba, Jefe de la Sección Proyección Institucional, referente a la cantidad de jueces que se proyecta requerirán ser capacitados en el Programa de Formación Inicial para Jueces, según acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión No. 23-02, celebrada el 9 de abril del 2002, artículo XXXI. “

-0-

“A continuación se presenta el resultado de la investigación realizada por el Máster Rolando Gabriel Badilla Cascante, Profesional 2 a.i. de esta Sección, relacionado con el Proyecto de Formación Inicial para Jueces, solicitado por la Escuela Judicial, según acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión Nº 23-02, celebrada el 9 de abril del 2002, artículo XXXI.  Debe señalarse que en el transcurso de la investigación y una vez lograda la reunión con personeros de la Escuela Judicial, en el mes de setiembre del presente año, se modificó el objetivo original del informe solicitado, lo cual en alguna medida obligó a replantear la investigación que originalmente se había elaborado, por tanto este informe ahora se ha replanteado a la necesidad de plazas de juez 1 especialmente.

Para tales efectos, se hizo un análisis de diferentes variables económicas y  sociales, para determinar los aspectos que influyen en el requerimiento de estos profesionales y la variación que ha mostrado la cantidad de plazas en el quinquenio de 1999 al 2003, obteniendo un total de 49 jueces que deberán ser capacitados en los próximos 2 años, es decir al menos 24 jueces por año.  

Es importante citar que la cantidad de jueces indicada debe tomarse exclusivamente como un parámetro para el cumplimiento del objetivo desarrollado en el informe, por tanto no debe considerarse como un compromiso para la asignación de Jueces 1 a futuro, siendo que para tales efectos se deberá continuar con la metodología utilizada hasta el día de hoy en relación con el análisis anual de las necesidades en este sentido y conforme las variables consideradas en ese ejercicio, recomendar la asignación de Jueces 1.

En cuanto a la cantidad de Jueces 1 que se necesita capacitar en Oralidad, se determinó que se refiere a los profesionales que atienden materias cuyo proceso sufrirá una transformación para incorporar la Oralidad, conforme lo indicado en el Anteproyecto de Código Procesal General, siendo estos profesionales alrededor de 169, considerando las materias: Civil, Familia, Agraria; así como la materia laboral, en la cual también se pretende realizar un cambio en la normativa que la rige.
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Toda sociedad tiene el derecho de vivir tranquilamente donde pueda desarrollar y realizar sus actividades familiares, laborales, profesionales y de recreo, sin amenaza o temor que atente contra sus bienes, y principalmente contra su vida. 

No obstante la actividad delictiva se ha ido fortaleciendo cada día con fuertes repercusiones en la salud pública y en el ámbito económico y social de la nación, poniendo en peligro la seguridad personal y patrimonial de los ciudadanos.

Combatir eficazmente la delincuencia es un requerimiento de la sociedad. En ese sentido esta investigación busca estimar la cantidad razonable de plazas de juez 1 para que sean capacitados como funcionarios eficientes y capaces para desempeñar su puesto de trabajo con mejores niveles de satisfacción, productividad y estabilidad.     
La estructura del presente estudio, se basa en un análisis descriptivo de la cantidad de Jueces 1 del quinquenio 1999 al 2003 y su proyección para el 2006, en este sentido es importante indicar que la proyección se hizo en un período de mediano plazo, considerando que la determinación de recursos es un ejercicio complejo y que involucra el análisis de múltiples variables cuyo comportamiento es muy dinámico año con año, por tanto se estima oportuno hacer la proyección máximo por 3 años.

En forma complementaria, se realizará un estudio de los indicadores económicos, del mismo quinquenio, como el desempleo, población, y la población económicamente activa, así como la cantidad de matrimonios y divorcios, y la inmigración legal existente en Costa Rica; todo lo anterior, con la intención de realizar un estudio correlacional para observar la influencia de las distintas variables con el cambio en la demanda de Jueces. En este sentido, por ser un análisis de variables económicas, la proyección de las mismas técnicamente se estimó a 5 años, lo cual permite una mejor claridad en su comportamiento en el tiempo.

Por último, conociendo el comportamiento de la cantidad de Jueces y la relación que existe entre las diferentes variables, se estimará la cantidad de Jueces 1  que se necesita capacitar por año.
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Estimar la cantidad de Jueces 1 que se necesita por año, de acuerdo con la demanda histórica del quinquenio de 1999 al 2002 y otras variables, para mejorar la cobertura en cuanto a la Administración de Justicia, a fin de que la Escuela Judicial lo tome como guía en la implementación de un programa de capacitación inicial para jueces. Asimismo, determinar la cantidad de Jueces que deberán capacitarse en Oralidad.
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Las limitantes más importantes que se presentaron al elaborar este estudio son:

1.  El Instituto Nacional de Estadística y Censos no cuenta en su base de datos, con supuestos, ni proyecciones de las variables desempleo, población económicamente activa y pobreza del período 2004. 

2. El Registro Civil tiene actualizada su base de datos de matrimonios y divorcios hasta Diciembre del 2002, y no efectúa supuestos ni proyecciones para años posteriores. 

3. La Dirección General de Migración y Extranjería no realiza estimaciones de la posible población de inmigrantes ilegales que existe en Costa Rica.

4. Con respecto a los casos entrados, los datos existentes para el 2002 corresponden a un estimado preliminar, por lo que se hizo un estimado para el 2003.

5. La materia Agraria se contabilizará dentro de la materia Civil, debido a que antes del 2001 se hacía de esta forma. Fue hasta este año que se dividió, pero por la dificultad de conseguir los datos de  1999 y 2000 en forma separada, se contabilizan asociadas para uniformar la estimación. 

Con base en los datos obtenidos, de los entes anteriormente mencionados, se realizaron proyecciones para los años en los cuales no se había completado la información requerida.
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En el presente estudio se tomarán algunos supuestos para el desarrollo del trabajo, los cuales se detallan a continuación:

1. Cuando se menciona el cambio en alguna variable, se utilizará el Supuesto Económico “Céteris Páribus”, (todas las demás variables se mantienen constantes).

2. Se supone que los parámetros establecidos para la carga de trabajo de los Jueces se mantendrán durante el tiempo pronosticado.

3. Se parte del supuesto de que los problemas económicos, sociales y políticos, que afrontan naciones como Nicaragua, Colombia, y recientemente Venezuela, no afectarán el resultado de este estudio, no habrá una mayor cantidad de inmigrantes que modifique los resultados en los índices de criminalidad, familia, violencia doméstica y pensiones alimentarias.

4. Las mejora en la gestión de los despachos, con apoyo tecnológico de punta, mejoras en la infraestructura, herramientas de trabajo, incide, positivamente, en la labor de los Jueces.

5. Para determinar la necesidad de Jueces, se utilizará la Línea de Tendencia del Método de Mínimos Cuadrados, el cual, es un procedimiento que analiza el comportamiento de un período dado, para nuestro caso de 1999 al 2003, y proyecta el comportamiento lineal para un período futuro, claro está, que este método no es exacto cien por ciento, como ningún otro, pero representa un margen aceptable de aproximación. Además, la ventaja que posee es que es muy flexible, el cual permite que se le modifiquen sus datos si existiera un cambio drástico en alguna otra variable del estudio; se aplicará a los casos entrados con la finalidad de determinar cargas de trabajo futuras.  

6. Para estimar la cantidad de Jueces 1 que se necesitarán, se aplicará la Línea de Tendencia a la cantidad de casos entrados de 1999 al 2002, y se obtendrá la supuesta cantidad de casos del 2003 al 2006, luego se le aplicarán los parámetros elaborados por la Sección de Desarrollo Institucional y así estimar la cantidad de Jueces 1 que se necesitarán los próximos tres años.

7. Para la elaboración de este Proyecto no se tomaron en cuenta los resultados de los estudios: Ley de Paternidad Responsable, Proyecto de Código Procesal Contencioso Administrativo, Proyecto de Código Procesal General, Reforma al Código Penal (Ley N°8250), Proyecto de Ley de Cobro Extrajudicial y Proyecto Reforma a la Ley de Tránsito, debido a que en estos momentos los proyectos están sometidos a análisis; unos en el Poder Judicial y otros en la Asamblea Legislativa,  por lo que se sugiere realizar un ajuste de los resultados de este estudio, una vez que las anteriores investigaciones finalicen y que los cambios en la normativa tengan cierto período de vigencia que permita inferir que el comportamiento observado tiende a mantenerse. 

8. Un supuesto importante, es que para algunos indicadores económicos se utilizaron las proyecciones que realizan algunos entes gubernamentales como el Banco Central, Dirección General de Estadística y Censos, Migración y Extranjería y Organismo de Investigación Judicial, por lo cual se parte de que fueron calculados correctamente.
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5.1 Variables Económicas

En este campo se realiza una reseña de varios indicadores económicos con respecto a la Política Económica, del quinquenio de 1999 al 2003, vividos por la sociedad costarricense, esto con el fin de obtener una mejor perspectiva de la realidad nacional y determinar el impacto de la macroeconomía en los índices de criminalidad, inmigración y pobreza, entre otros; y así establecer su influencia en la demanda de Jueces.

Años anteriores a 1999, fueron  considerados como difíciles para las empresas y las personas, debido a que hubo una reducción en la economía, provocando que no se promoviera la inversión, y la capacidad de compra de los consumidores se contrajo, provocando que la economía no creciera, frenando la producción nacional y aumentando el desempleo, que a su vez puede provocar un aumento en la pobreza, y los efectos sociales que esto conlleva como el aumento en el índice de criminalidad. 

El año de 1999 fue de gran auge para la Economía de Costa Rica, cuando el Índice de Actividad Económica creció un poco más del 10% gracias al ingreso de empresas transnacionales como INTEL, la cual trajo inversión extranjera, empleo y aumento en las exportaciones. Pero el bienestar de este crecimiento fue temporal, debido a que en el 2000 el Índice de Actividad Económica fue de 6.04%, en el 2001 tuvo una cifra negativa de -0.06% y en el 2002 logró recuperarse y ascender a 2.06%. 

5.1.1. Desempleo

El desempleo es un factor económico importante, debido a que si este índice es alto, representa una desventaja para los intereses de ventas del sector comercial, por cuanto simboliza que muchas personas dejarán de consumir bienes y servicios, lo que significa una disminución en los ingresos del sector productivo y comercial. De igual forma, si este índice es bajo, significa que muchas personas perciben ingresos por la remuneración del trabajo, permitiendo que aumente el consumo de bienes y servicios.

Gráfico N°1

Desempleo Abierto.  

Costa Rica 1999-2003
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Fuente: Datos obtenidos de la Página Web del Banco Central de Costa Rica.

En relación con el desempleo, se toman en cuenta los últimos cuatro años y el porcentaje promediado para el 2003. Se puede notar que en Costa Rica el desempleo se ha mantenido en un promedio de 5.91% el cual no es tan alarmante para una economía tan sensible. Es probable que este nivel se haya mantenido estable debido al ingreso de empresas transnacionales que han venido a generar empleo como Baxter, Intel, Procter & Gamble, entre otras. 

También, es posible que este índice no haya descendido un poco más, debido al alto ingreso de inmigrantes, generado por los problemas políticos y la situación económica de sus países de origen. Estas personas vienen al país a hacer el trabajo que por lo general los costarricenses no hacen, como el agrícola, de construcción, domésticos, de seguridad privada, entre otros. 

5.1.2.  Población

Costa Rica ha experimentado un aumento de su población muy irregular, al analizar el quinquenio de 1999 al 2003, se observa que la población ha ido aumentando paulatinamente; sin embargo, estos aumentos han sido, absolutos y porcentualmente, menores que los años antecesores, en el período de 1999 al 2000 fue el año donde existió un aumento de habitantes de más de 87 mil, pero en los años posteriores los incrementos, van disminuyendo tal y como se aprecia en el cuadro siguiente: 

Cuadro N°1

Población Nacional de Costa Rica

Período 1999-2003
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Variable
1999
2000
2001
2002
2003*

Población
3.837.674
3.925.331
4.008.265
4.089.609
4.169.730

Variación total 
--
87.657
82.934
81.344
80.121

Variación Porcentual
--
2.28%
2.11%
2.02%
1.96%

       Fuente: Datos obtenidos del Instituto Nacional de Estadística y Censos.

       *Población estimada por I.N.E.C.

Se puede notar que durante todo el quinquenio de estudio, el aumento en la población oscila los ochenta mil habitantes por año. El 2000 fue el más alto con 87.657 habitantes, representando un crecimiento de 2.28% con respecto al año anterior, y el año donde la población creció menos, fue el 2003, donde se observa un aumento de 80.121 habitantes, representando un 1.96% con respecto al año antecesor. Se supone que los aumentos proporcionalmente menores en la cantidad de personas, pueden responder a las políticas de las familias de mantener pocos hijos, debido, en parte, al alto costo de la vida. 

5.1.3.  Población Económicamente Activa (P.E.A)

Es la cantidad de personas mayores de 12 años que están en capacidad y en disposición de laborar. En Costa Rica, esta proporción ha ido aumentando año con año; se supone que el alto grado de alfabetización, una mayor oferta de educación superior, la mano de obra especializada, el auge de profesionales académicos y el ingreso de empresas transnacionales, como se indicó en el apartado de desempleo, puede ser el responsable del aumento sostenido de esta variable.

Probablemente más jóvenes desean estudiar y trabajar a la vez, más amas de casa comparten sus funciones del hogar con un empleo, más mujeres desean romper paradigmas en carreras, empleos y profesiones que antes no cumplían, causando una mayor cantidad de personas dispuestas, disponibles y aptas para trabajar,  como se aprecia a continuación: 

Cuadro N°2

Población Económicamente Activa

Costa Rica 1999-2003
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Variable
1999
2000
2001
2002
2003

P.E.A.
1.383.452
1.535.392
1.653.321
1.695.018
1.757.578

Variación Total
--
151.940
117.929
41.697
62.560

Variación Porcentual
--
11%
7.68%
2.52%
3.69%

Fuente: Datos obtenidos del Instituto Nacional de Estadística y Censos y página WEB del Banco Central de Costa Rica.

Afortunadamente para Costa Rica, a pesar de los problemas estructurales y coyunturales de la economía, el desempleo se ha mantenido estable y la P.E.A. ha ido creciendo año tras año, probablemente gracias a la inversión extranjera de grandes compañías que han ayudado a la economía nacional.
5.1.4. Matrimonios y Divorcios

El comportamiento de las variables de matrimonios y divorcios en Costa Rica en los períodos 1999 al 2003, es de suma importancia para este estudio debido a que puede ser causante de un aumento o disminución en diferentes casos judiciales como Familia, Violencia Doméstica y Pensiones Alimentarias, principalmente. Obsérvese el siguiente cuadro: 

Cuadro N°3

Matrimonios y Divorcios

Costa Rica 1999-2003 
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Año

Variable
1999
2000
2001
2002
2003

1-Matrimonios
23.594
24.217
22.868
23.569
24.057

Variación total

623
-1349
701
488

Variación Porcentual

2.64%
-5.57%
3.06%
2.07%

2-Divorcios
6.949
9.633
7.084
7.786
9.442

Variación total

2684
-2.549
702
1656

Variación Porcentual

38.62%
-26.46%
9.90%
21.27%

Tasa de Relación (2/1)
29.51%
40%
31%
33%
39%

Fuente: Tribunal Supremo de Elecciones, Departamento de Registro  Civil.

Se puede apreciar que los matrimonios y los divorcios han tenido un comportamiento irregular durante el lapso en estudio, por ejemplo, de 1999 al 2000 los matrimonios aumentaron 623 casos contra más de dos mil quinientos divorcios de aumento. Para el año siguiente, 2001, hubo una disminución en ambas variables, los matrimonios disminuyeron en más de mil casos en comparación con el año anterior, y los divorcios también se redujeron en más de dos mil quinientos casos, en el 2002 los matrimonios aumentaron en más de 700 en comparación con el año anterior, y los divorcios también aumentaron en una cantidad similar, para el 2003 hubo un aumento de más de 400 matrimonios que el año anterior, y con respecto a los divorcios aumentaron en 1656. 

Al realizar una comparación conjunta de las variables, matrimonios y divorcios del período de estudio, se puede indicar que existen en promedio casi 3 divorcios por cada 10 matrimonios realizados. 

5.1.5. Inmigración

Costa Rica es un país democrático, que no tiene ejército, brinda oportunidades de estudio y trabajo a sus pobladores, vigila los derechos civiles y fundamentales de los ciudadanos, cuenta con bellos lugares y playas, y además, dio la oportunidad de un régimen especial para otorgar residencia a los extranjeros (principalmente centroamericanos) en el 2000. Los problemas políticos y económicos de los países centroamericanos, especialmente Nicaragua, ha significado que Costa Rica sea el destino de muchos inmigrantes, situación que aumenta constantemente.

Se parte del supuesto, que de una u otra manera, la inmigración, en términos generales, puede significar que afecte los campos jurídicos del país de destino, por contar con una cultura, valores, principios y costumbres muy diferentes a las establecidas y practicadas por los ciudadanos autóctonos. 

A continuación se observa el comportamiento de la cantidad de inmigrantes nicaragüenses; solo se analiza esta nacionalidad por ser la que representa la mayor cantidad de inmigrantes en el período contemplado, también se muestra la población económicamente activa y la tasa de desempleo de los inmigrantes nicaragüenses: 

Cuadro N°4

Inmigración Nicaragüense, P.E.A. y Desempleo

Período 1999-2003
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Variable
1999
2000
2001
2002
2003*

Inmigrantes
133.548
135.579
165.617
185.223
207.150

Variación Total 
--
2.031
30.038
19.606
21.927

Variación Porcentual
--
1.52%
22.16%
11.84%
11.84%

P.E.A.
111.586
116.591
118.624
122.319
126.128

Desempleados
6.335
5.815
8.503
10.119
3809

Tasa Desempleo
5.68%
5%
7.17%
8.27%
3.02%

Fuente: Instituto Nacional Estadística y Censos.

*Los datos se obtuvieron de una tasa promedio de los años anteriores.

Se puede observar que la entrada de nicaragüenses ha aumentado año tras año, siendo el 2001 el que representa el mayor porcentaje de entrada de inmigrantes en relación con el año anterior; sin embargo, para los años siguientes, la entrada de inmigrantes sigue en aumento, pero en una tasa porcentualmente menor que los años predecesores. 

Lo que preocupa de esta inmigración, es que la cantidad de desocupados aumenta durante todo el quinquenio, esas personas desocupadas tienen que satisfacer sus necesidades básicas de alguna manera, y Costa Rica no está en capacidad de velar por ellos, ni de brindarles solución a sus problemas, situación que incide en el índice de criminalidad, en la pobreza, el desempleo, entre otros. 

5.1.6. Pobreza

Uno de los instrumentos de la Política Económica es la Distribución Equitativa del Ingreso Nacional, para contrarrestar de esta manera la pobreza en un país.  Para medir la pobreza se utiliza la Línea de la Pobreza, y es requisito contar con las variables: Costo de la Canasta Básica, Costo Estimado de Necesidades Básicas no Alimentarias y el ingreso per-cápita.

Los hogares no pobres, son aquellos cuyo ingreso per-cápita permite cubrir las necesidades básicas alimentarias y no alimentarias; por el contrario, los hogares pobres son aquellos cuyo salario satisface las necesidades alimentarias, pero no las necesidades no alimentarias como vestido, salud, educación, entre otros.

El porcentaje de pobreza en Costa Rica se ha mantenido estable durante el quinquenio de 1999 al 2003 en un 20.2% aproximadamente; este porcentaje se mide al relacionarlo con la cantidad de hogares existentes en el país. A continuación se observa el comportamiento de la pobreza en Costa Rica:

Cuadro N°5

Número de Hogares, Porcentaje de Pobreza 

y Cantidad de Hogares Pobres en Costa Rica, 1999-2003
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Año

Variable
1999
2000
2001
2002
2003

Hogares
713.875
740.595
797.712
840.186
909868

Variación total 
--
26.720
57.117
42.474
69682

Variación Porcentual 
--
3.74%
7.71%
5.32%
8.29%

Porcentaje de Pobreza
20.6%
21.1%
20.3%
20.6%
18.5%

N° de Hogares Pobres
147.058
156.266
161.936
173.200
168659

Variación Total
--
9.208
5.670
11.264
-4.541

Variación Porcentual
--
6.26%
3.63%
6.96%
-2.6%

Tasa de pobreza por cada 1000 hogares.
206
211
203
206
185

Fuente: Instituto Nacional de Estadística y Censos.

A pesar de que el porcentaje de pobreza se ha mantenido entre 18.5% a 21.1% en el quinquenio de estudio, la cantidad de hogares pobres sigue creciendo, dando como resultado que hay más hogares pobres cada año, o al menos el número de ellos no se reduce, con la única excepción del 2003 donde el porcentaje de pobreza descendió a 18.5%, dando como resultado una supuesta disminución de más de 4000 mil hogares que dejaron la pobreza. Sin embargo, se debe tener mesura y esperar el comportamiento en los años siguientes para determinar la veracidad de este descenso. 

Se puede apreciar en el cuadro anterior, que existen en promedio 202 hogares pobres por cada mil de ellos, en el quinquenio de estudio.  

5.2. Análisis de la relación entre las variables analizadas y la demanda de Jueces.

¿Cuál podría ser la razón para que los casos en materia penal aumenten?, Tomando las variables del estudio económico, podemos suponer que en materia penal las variables, desempleo, inmigración y pobreza puedan ser  indicadores que hacen que los delitos penales aumenten, como se muestra a continuación.

5.2.1.  Desempleo

El desempleo es un factor impactante para la sociedad, cuando este índice es alto y aumenta con el transcurso del tiempo, puede generar que las personas busquen otras maneras de satisfacer sus necesidades básicas, algunas personas que son profesionales o cuentan con un oficio, pueden conseguir empleo más fácilmente, o aceptan otra labor en la que no aplican sus conocimientos académicos o técnicos. Pero, se podría suponer, que existe una parte de la población que no encuentra trabajo, y si su nivel académico no satisface los requerimientos necesarios, y además pertenecen a una clase social baja, podría ser que delincan para satisfacer sus necesidades básicas. 

Como supuesto, el problema mayor es que luego de conocer una manera ilícita y fácil de obtener recursos no tratan de dejarla, pese a que sea más fácil conseguir empleo, esto puede generar que muchos de los delitos penales aumenten. 

En Costa Rica la tasa de desempleo se ha mantenido constante en el transcurso del quinquenio en estudio, en un promedio de 6.07%, sin embargo, al comparar la cantidad de personas sin trabajo por año con la P.E.A que ha venido en aumento, significa que habrá más desempleados, y en consecuencia los delitos penales aumentarán. En el cuadro N°6,  se muestra que el sector más propenso a delinquir, para el caso de los homicidios dolosos, son los desempleados.  

Por otra parte, otro supuesto es que el desempleo genera que las relaciones familiares se deterioren. Si la cabeza de hogar no posee los medios para satisfacer las necesidades básicas de la familia, puede provocar discusiones, enfrentamientos, reclamos, que derivan en violencia doméstica, agresiones, separaciones y divorcios; además una familia pobre, donde sus padres no cuentan con empleo y cometen delitos para sobrevivir, es probable que la educación o el ejemplo que brinden a sus hijos no sea muy edificante, lo que se convierte en un círculo vicioso de generación en generación.  

Si se utiliza la Línea de Tendencia en la cantidad de desempleados que existe en Costa Rica y se proyecta de igual forma para los próximos cinco años; se tiene el siguiente gráfico:

Gráfico N° 2

Tendencia de Desempleo 2004-2008
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Fuente: Instituto Nacional de Estadísticas y Censos.

Proyección realizada por la Sección de Proyección Institucional, Departamento de Planificación

A su vez, si la población económicamente activa sigue creciendo y el índice de desempleo no disminuye, la cantidad de desempleados en el país aumentará de una manera inquietante; nótese que para el 2008 la cantidad de desempleados alcanzará la suma de más de 150.000 personas, que de una u otra manera necesitarán satisfacer sus necesidades básicas, y por ser las clases sociales más bajas las que se ven más afectadas, produce que algunos delitos penales, aumenten. 

Se tomó la información de los presuntos causantes de homicidios dolosos ocurridos en los años 2000, 2001 y 2002, estudio efectuado por la Sección de Estadística del Departamento de Planificación, desafortunadamente no se tienen estos mismos datos para otros delitos como asaltos, robos, violaciones, estafas, entre otros. Sin embargo, se muestra la distribución de los presuntos homicidas, de acuerdo a la profesión o modo de vida que tenían, esto para los períodos del 2000, 2001 y 2002.
Cuadro N°6

Profesión o Modo de Vida de los Presuntos Homicidas (2000-2002)
                                                    
Año
Porcentaje

Profesión o modo de vida
2000
2001
2002
2000
2001
2002

Actividad relacionada con droga
14
8
11
5,74%
4%
6%

Agente del O.I.J.
4
2
1
1,64%
1%
1%

Agricultor
24
20
16
9,84%
10%
9%

Albañil
1
4
1
0,41%
2%
1%

Carnicero 
 
1
1
0,00%
1%
1%

Chofer
4
1
2
1,64%
1%
1%

Cobrador
 
 
1
0,00%
0%
1%

Comerciante
15
13
9
6,15%
7%
5%

Constructor
 
2
 
0,00%
1%
0%

Cuidador de finca
 
 
1
0,00%
0%
1%

Consumidor droga
 
8
2
0,00%
4%
1%

Delincuente
14
29
25
5,74%
15%
14%

Dependiente
6
2
1
2,46%
1%
1%

Desempleado
59
41
28
24,18%
21%
15%

Ebanista
1
1
1
0,41%
1%
1%

Empleada Doméstica
 
 
3
0,00%
0%
2%

Empresario
3
6
2
1,23%
3%
1%

Estibador
 
1
 
0,00%
1%
0%

Exconvicto
 
 
1
0,00%
0%
1%

Estudiante
4
 
1
1,64%
0%
1%

Finquero
 
 
1
0,00%
0%
1%

Fotógrafo
1
 
 
0,41%
0%
0%

Ganadero
 
 
1
0,00%
0%
1%

Guarda Civil
 
6
2
0,00%
3%
1%

Guarda privado
16
7
3
6,56%
4%
2%

Hojalatero
 
 
1
0,00%
0%
1%

Indigente
 
1
9
0,00%
1%
5%

Ingeniero Forestal
 
 
1
0,00%
0%
1%

Jardinero
1
 
 
0,41%
0%
0%

Jornalero
 
10
1
0,00%
5%
1%

Lava carros
2
 
1
0,82%
0%
1%

Marino
 
1
 
0,00%
1%
0%

Mecánico automotriz/industrial
2
 
2
0,82%
0%
1%

Mensajero
 
 
3
0,00%
0%
2%

Miembro de la Fuerza Publica
8
 
5
3,28%
0%
3%

continuación  cuadro No.6







Misceláneo
 
1
 
0,00%
1%
0%

Oficios domésticos
4
14
7
1,64%
7%
4%

Pensionado
4
1
 
1,64%
1%
0%

Peón agrícola
20
 
11
8,20%
0%
6%

Peón de construcción
5
3
7
2,05%
2%
4%

Peón industrial
3
4
3
1,23%
2%
2%

Pescador
 
1
1
0,00%
1%
1%

Pintor
1
 
 
0,41%
0%
0%

Pulpero
 
1
 
0,00%
1%
0%

Pistero
 
1
 
0,00%
1%
0%

Profesor
1
 
 
0,41%
0%
0%

Prostituta
5
 
2
2,05%
0%
1%

Recolector de Basura
 
 
1
0,00%
0%
1%

Reo/preso
5
3
6
2,05%
2%
3%

Sicario
2
 
 
0,82%
0%
0%

Taxista
7
1
3
2,87%
1%
2%

Tripulante de barco
1
 
 
0,41%
0%
0%

Vendedor ambulante
 
 
2
0,00%
0%
1%

Vendedor de tiempos ilegales
 
 
1
0,00%
0%
1%

Información ignorada
7
 
 
2,87%
0%
0%

TOTAL
244
194
181
97,13%
100%
100%

Fuente: Sección de Estadística, Dpto. Planificación.

Se puede apreciar que la cantidad de homicidas, ha disminuido desde el 2000 hasta el 2002, pero lo interesante es que durante esos tres períodos se aprecia que el grupo de presuntos homicidas desempleados con 59, 41 y 28 homicidas cada año, representa en términos porcentuales un 24.18% del total de homicidas del 2000, un 21% del 2001 y un 15% del 2002. También hay dos grupos de importancia que sobresalen durante esos tres años, de los cuales no tienen empleo u oficio, son los calificados como: delincuentes y vendedores de droga, con lo cual se puede notar que las personas que no tienen empleo, inciden en la variable analizada, de una manera significativa. 

Se supone entonces, que efectivamente el desempleo es uno de los factores que mayor efecto tienen sobre el aumento en los delitos penales. Además al analizar la lista de oficios, se nota que la mayoría de empleos son eventuales o de temporada. 

5.2.2. Inmigración

En el apartado correspondiente se observa cómo la inmigración, en su gran mayoría nicaragüense, ingresaba a nuestro país en grandes cantidades, buscando mejores oportunidades de vida, trabajo, seguridad, salud, educación y bienestar. Costa Rica por ser un país en vías de desarrollo y contar con un PIB reducido, esta inmigración deteriora sus servicios públicos e infraestructura, en forma acelerada, al tener que distribuir sus escasos recursos en un mayor número de personas. 

Luego de un tiempo de permanecer en Costa Rica, los inmigrantes conocen la legislación y acuden a los tribunales correspondientes a solicitar ayuda para sus derechos laborales, generando un aumento en los procesos laborales. Este problema, aunado al desempleo autóctono, genera que sean más las personas que no tienen una manera de satisfacer sus necesidades, por lo que se supone puede ser mayor el número de individuos que se dediquen a delinquir aumentando el índice de criminalidad y derivado de ello un aumento en los casos penales y en la demanda de jueces.

Muy importante es conocer la Línea de Tendencia de los inmigrantes, para estimar cual será el número de ellos para los próximos cinco años, y su incidencia en el país, especialmente en el deterioro de los servicios y el crecimiento económico, social y humano, costando más tener un buen desarrollo económico. 

Gráfico N°3

Tendencia de Inmigrantes (legales) 2004-2008
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Fuente: Instituto Nacional Estadísticas y Censos.

Proyección realizada por la Sección de Proyección Institucional.

Se puede observar que, si en el próximo quinquenio la inmigración tiene un comportamiento similar al del período base, aumentará considerablemente hasta llegar a existir más de 300 mil extranjeros en el país. Pero en este apartado se habla de la inmigración legal, pues como se dijo en las limitantes, no se tiene estimada la cantidad existente de inmigrantes ilegales, que independientemente de la nacionalidad, representan un problema mayor, debido a que al no existir un control estricto de las autoridades nacionales en las fronteras, estos inmigrantes transitorios violan las leyes más fácilmente y en más oportunidades, saliendo del país también muy sencillamente dejando atrás las consecuencias de su permanencia en el país. 

Al continuar con el ejemplo de los delitos de homicidio doloso, mostrado anteriormente, el siguiente cuadro muestra la cantidad de homicidas y la nacionalidad del presunto homicida.

Cuadro N° 7

Nacionalidad del Presunto Homicida en Delitos de Homicidio Doloso.

2000-2002
Presuntos Homicidas de origen extranjero, 

para el período 2002-2002

 
Año

País de Origen
Total
2000
%
2001
%
2002
%
2002

 
619
244
100%
194
100%
181
100%
% solo

Extranj.

Costarricenses
468
184
75,41%
148
76,29%
136
75,14%


Nicaragüenses
122
48
19,67%
37
19,07%
37
20,44%
82,22%

Panamá
3
2
0,82%
1
0,52%
0
0,00%
0,00%

Honduras
5
4
1,64%
1
0,52%
0
0,00%
0,00%

Colombia
3
0
0,00%
3
1,55%
0
0,00%
0,00%

China
3
3
1,23%
0
0,00%
0
0,00%
0,00%

Salvador
2
0
0,00%
0
0,00%
2
1,10%
4,44%

Canadá
2
1
0,41%
1
0,52%
0
0,00%
0,00%

Francia
2
0
0,00%
2
1,03%
0
0,00%
0,00%

Cuba
1
0
0,00%
0
0,00%
1
0,55%
2,22%

Estados Unidos
4
1
0,41%
0
0,00%
3
1,66%
6,67%

Italia
1
1
0,41%
0
0,00%
0
0,00%
0,00%

Rusia
1
0
0,00%
0
0,00%
1
0,55%
2,22%

Chile
1
0
0,00%
1
0,52%
0
0,00%
0,00%

Jamaica
1
0
0,00%
0
0,00%
1
0,55%
2,22%

Fuente: Sección de Estadística, Dpto. Planificación. 2000-2002

La participación de personas de nacionalidad nicaragüense es un volumen considerable dentro del total, experimentando un incremento en el 2002, período en el cual representó más del 20% del total de los homicidas, mientras que en el 2001 llegó a poco más  del 19%, cifra similar a la del 2000. Otro aspecto que destaca en este grupo, es la participación que tuvieron los nicaragüenses en relación con la totalidad de extranjeros a los cuales se les atribuyó haber cometido estos hechos, pues representan más del 82% de los homicidas extranjeros en el 2002. Se aprecia que la participación del resto de nacionalidades es mínima, siendo la nacionalidad estadounidense la que presentó el segundo mayor porcentaje con un 6.67%, y un 4.44% de la nacionalidad salvadoreña del total de presuntos homicidas extranjeros, muy por debajo del 82% que representó la nacionalidad nicaragüense.   

5.2.3. Pobreza.

Recuérdese que el porcentaje de pobres en Costa Rica es de un 20.2% en promedio, porcentaje que se ha mantenido en el transcurso del quinquenio de estudio; sin embargo, al aumentar el número de hogares en el país y la población, el número de pobres también aumenta en términos absolutos. 

Esta variable tuvo un descenso importante en el 2003, de dos puntos porcentuales, situación que es alentadora para la economía nacional; sin embargo, queda la incógnita con respecto a la medición, si este descenso se mantendrá en el corto, mediano o largo plazo, respuesta que se encontrará en la medición del presente año, aunque la cantidad de pobres descendió en términos absolutos en 4000 familias, quedando aún un total de más de 168000 familias pobres. 

Debido a que las personas necesitan satisfacer sus necesidades básicas, y si no cuentan con los medios necesarios, podría existir propensión de que busquen alguna manera ilícita de satisfacerlas, lo que genera que el índice de criminalidad aumente; de igual forma, en algunos casos, por ser los hogares pobres inestables, pueden presentar muchos conflictos familiares, derivando en un aumento en casos de familia, violencia doméstica, entre otros. 

Para este caso, también se observa la Línea de Tendencia para estimar la cantidad de Pobres para los próximos cinco años: 

Gráfico N°4
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Fuente: Instituto Nacional de Estadísticas y Censos

Proyección realizada por la Sección de Proyección Institucional, Dpto. Planificación.

Si los encargados de la Política Económica del país no buscan la manera de reducir el índice de pobreza, a pesar de que lo mantengan estable, por el simple hecho de que la población crezca automáticamente crece el índice de pobres; por tanto, si no se encuentran alternativas oportunas, la cantidad de hogares pobres en el 2008 será de más de 200 mil, esto por sí mismo representa un problema de mucha importancia, puesto que uno de los objetivos de la Política Económica, es evitar que los ciudadanos vivan en pobreza. Aparte de esto, como se indicó en un momento, puede derivar en que se busquen maneras delictivas de satisfacer sus necesidades, además pueden provocar un aumento de casos penales, de familia, de violencia doméstica, entre otros. Por último, es importante mencionar, y alabar, el esfuerzo de los responsables correspondientes por el descenso de la cantidad de pobres en el 2003, pero estos esfuerzos deben sostenerse a través del tiempo, para que la cantidad de pobres sea cada vez más pequeña.   

5.2.4. Matrimonios y Divorcios. 

En el punto donde se analizó esta variable se demostró que los divorcios muestran unas cifras preocupantes, debido a que al hacer una relación del total de matrimonios y divorcios año con año, se nota que la tasa de divorcios oscila entre un 29.5% y un 40%, cantidad que es muy alta. 

Si se parte del supuesto, de que el divorcio sea la última etapa de una separación, antes de ella existió una serie de conflictos, que se pueden describir como graves, por ejemplo, discusiones, irresponsabilidades, violencia doméstica, entre otros conflictos. Esto produce que se presenten más casos a los despachos judiciales, incrementando el número de asuntos nuevos y posiblemente el número de jueces. 

Es importante que el Poder Judicial tenga conocimiento del comportamiento de los divorcios, debido a que si esta tasa aumenta, existe una relación directa con algunos casos, por lo cual se esperaría que al aumentar, también se requiera más profesionales en Derecho para hacer frente a esta problemática. 

De igual forma se utilizará la Línea de Tendencia para observar cómo se comportará esta variable para los próximos cinco años:

Gráfico N°5

Tendencia de Matrimonios y Divorcios 2004-2008
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Proyecciones realizadas por la Sección de Proyección Institucional. Dpto. Planificación.

Se observa que los matrimonios tendrían un aumento muy lento en los próximos cinco años, por el contrario los divorcios aumentarían, si bien es cierto, de una manera bastante moderada, pero este aumento significa que existan problemas de familia, de violencia doméstica, de pensiones alimentarias, incluso problemas penales. Esta situación genera así un aumento en el requerimiento de administradores de justicia. 

Un supuesto importante de tomar en consideración, es que muchas de las personas inmigrantes contraen matrimonio con nacionales, y en el caso de los varones extranjeros, por la cultura, valores y costumbres que traen de su país natal, no comparten o están de acuerdo con la costumbre de las mujeres nacionales, que tienen, tal vez, más libertad para estudiar, trabajar, compartir con familiares y amigos, entre otras actividades, por lo que se puede presentar una serie de conflictos importantes, que si no los logran resolver mutuamente pueden generar problemas de violencia, agresión y maltrato.  

También, en los matrimonios de inmigrantes con problemas intra familiares, cuando tienen tiempo de residir en el país, las mujeres conocen la legislación, por lo que acuden a los tribunales a solicitar ayuda, esto provoca obviamente un aumento en los casos de diferentes despachos, generando un incremento en la carga de trabajo y en la cantidad de Jueces. 

Además, los problemas de desempleo, inmigración y pobreza conllevan problemas de familia, violencia doméstica y pensiones alimentarias, debido a que pueden ser estimulantes para que las relaciones familiares se vean deterioradas.
5.3. Análisis de la cantidad de Juez 1  

En reunión celebrada en setiembre del año pasado, con los licenciados Mateo Ivankovich Fonseca y Otto González Vílchez, Subdirector y Abogado Asistente de la Escuela Judicial, respectivamente, indicaron que la solicitud origen de este informe, debe entenderse como la necesidad de conocer o estimar la cantidad de jueces de nuevo ingreso para capacitarlos. 

A continuación, se presenta un cuadro con el total de Jueces 1 ordinarios y extraordinarios desde 1999 hasta el 2004, dato, este último, que está proyectado por medio de la Sección de Planes y Presupuesto, del Departamento de Planificación. 

Cuadro N° 8

Cantidad de Plazas de Juez 1

Plazas Nuevas de Juez 1 1999-2004.


1999
2000
2001
2002
2003
2004

Total de plazas Juez 1
134
139
140
158
163
169

Plazas nuevas por año
4
5
1
5
6
7

Total plazas Extraor. Jueces 1
11
15
17
13
14
4

Fuente: Sección de Planes y Presupuesto, Dpto. Planificación.

En el total de plazas de Juez 1, se incluyen las plazas recalificadas, traslados y las plazas nuevas, por lo cual, no necesariamente el total de plazas de Juez 1 de un año a otro, se obtiene de la suma del año correspondiente más las plazas nuevas; para eso se incluye en el cuadro anterior, el dato relacionado con las plazas nuevas solamente. Por otra parte, puede darse el caso que el total sea inferior aún incluyéndose las plazas nuevas, pero puede deberse a que en algún momento alguna plaza de Juez 1 haya sido recalificada a Juez 2, por lo que no se contabiliza en el total de plazas mostrado.

Se puede notar que el número de plazas de Juez 1, ha ido aumentando año con año, pero en cantidades muy pequeñas, y en el 2001 el aumento fue mucho menor, donde se requirió solo una plaza nueva, pero los años siguientes los aumentos son muy regulares.

Gráfico N° 6

Cantidad Total de Juez 1,  1999-2004

Fuente: Sección de Planes y Presupuesto. Dpto. Planificación.

La cantidad total de plazas de Juez 1, ha tenido un aumento leve en el período de estudio, en 1999 había un total de 134 Jueces 1, para el año pasado aumentó en 29 plazas para llegar a 163, lo que en promedio quiere decir, que aumentó en aproximadamente 7.25 Juez 1 por año. 

Como la capacitación, que pretende impartir la Escuela Judicial,  estará dirigida solo a profesionales de nuevo ingreso, que ocuparán plazas de Juez 1, se presenta el comportamiento de plazas nuevas desde 1999 hasta el 2004. 

Gráfico N° 7

Cantidad de Plazas nuevas de Juez 1, 1999-2004.
Fuente: Sección de Planes y Presupuesto. Dpto. Planificación.

El número de plazas nuevas ordinarias de Juez 1, ha tenido un comportamiento muy regular. En 1999 se requirieron 4 plazas nuevas, en el 2000 5, en el 2001 solo se requirió una plaza, en el 2002 se requirieron 5 plazas, en el 2003 y 2004 se requirieron 6 y 7 plazas nuevas, respectivamente. 

Es muy importante tomar en consideración las plazas extraordinarias de Juez 1, debido a que de igual forma requieren de todos los mismos requisitos que las plazas ordinarias; además, se les debe capacitar para que no exista una brecha entre ambas categorías, por tanto se presenta el comportamiento de plazas extraordinarias de Juez 1, desde 1999 hasta el 2004.

Gráfico N° 8

Cantidad de Plazas Extraordinarias Juez 1, 1999-2004

Fuente: Sección de Control y Evaluación. Departamento de Planificación.

Se aprecia que se requirieron más plazas extraordinarias de Juez 1, que plazas ordinarias del mismo rango, en 1999 se requirieron 11 plazas extraordinarias, en el 2000 15, en el 2001 se gestionaron 17 puestos, siendo el año de mayor demanda,  en el 2002 se requirieron 13 plazas, luego en el 2003, 14 y solamente 4 en el 2004, para este año, la disminución puede responder a dos cosas importantes; primero, se necesitaron menos Jueces 1 debido a las restricciones presupuestarias o bien puede suponerse que algunos despachos que poseían plazas extraordinarias ya las transformaron a ordinarias, por lo que el nuevo requerimiento es menor.  Esto deriva de un promedio de 14.8 jueces por año, como resultado del período de estudio señalado.  

Es importante realizar una suma del total de plazas de Juez 1, incluyendo plazas ordinarias y extraordinarias, con la finalidad de estimar cuántas plazas nuevas se necesitarán por año, para tener un dato de los posibles candidatos que necesitan capacitación. Para efectuar esta sumatoria se incluye el total solo de plazas nuevas de Juez 1 tanto ordinarias como extraordinarias.

Cuadro N°9
Cantidad de Plazas nuevas de Juez 1

Ordinarias y Extraordinarias 1999-2004

Plazas Nuevas Juez 1


1999
2000
2001
2002
2003
2004

Plazas Ordinarias. 
4
5
1
5
6
7

Plazas Extraordinarias.
11
15
17
13
14
4

Total
15
20
18
18
20
11

Fuente: Sección de Planes y Presupuesto. Departamento de Planificación.

Un aspecto importante de mencionar, es que este estudio excluyó a los Jueces Supernumerarios, debido a que su rango está equiparado con un Juez 2, incluso, cuando son contratados reciben una capacitación adicional para la función que cumplen. 

5.4. Metodología actual para asignar Jueces 1.

La Sección de Desarrollo Organizacional es la responsable de establecer la cantidad de plazas de Juez 1 que se deben crear por año y por despacho; para esto, en forma muy resumida, el método aplicado utiliza parámetros establecidos por Juez para cada despacho o materia, luego analiza la carga de trabajo, divide los casos entrados entre el número de Jueces, y si la carga de trabajo excede el parámetro establecido y otras variables cualitativas lo confirman, recomienda la asignación de más personal a ese despacho.  

A continuación se presentará un análisis de los Juzgados que utilizan plazas de Juez 1; se mostrarán los parámetros establecidos para los jueces, la carga de trabajo, casos salidos y circulante de los períodos de 2000 al 2002; además se utilizarán indicadores de desempeño, para conocer las tasas de resolución y la tasa de pendencia de cada despacho. 

Posteriormente, se realizará una proyección de los casos entrados de estos Juzgados y se estimará, con base en los parámetros dados, cuánto personal adicional se necesitará para atender esa carga de trabajo, cuando exista aumento.

A continuación se muestran tres cuadros con los casos entrados, salidos, circulante inicial y final, de los despachos que son dirigidos por un Juez 1, además se incluirán los indicadores de desempeño. Estos indicadores, en general, definen y miden la eficiencia y calidad de la oferta de los servicios de Justicia y para este caso, se utilizarán 2 en particular:

1. Tasa de Resolución.

Es un indicador que muestra la relación que existe entre los casos salidos y la carga de trabajo (casos entrados + circulante inicial), de esta manera determina el peso relativo de los asuntos que al final del período se habían terminado. Indica qué porcentaje de la carga de trabajo fue casos salidos. 

La fórmula es 
=
Cantidad de Casos Salidos
              

               Carga de trabajo 

  donde, carga de trabajo = (Casos Entrados + Circulante Inicial)

2. Tasa de Pendencia.

Es un indicador que muestra la relación entre los casos pendientes y la carga de trabajo (casos entrados + circulante inicial). Determina el peso relativo de los asuntos que llegaron al final del período y a los cuáles no se les pudo dar un trámite expedito. Intenta medir la demora en la resolución de los casos, y muestra qué porcentaje de la carga de trabajo está pendiente para el período de estudio. 

La fórmula es 
=
Cantidad de Casos Pendientes




            Carga de Trabajo 

           (Casos Entrados + Circulante Inicial)

5.4.1. Análisis Histórico de la Carga de Trabajo durante 2000 a 2002, en los Despachos que Preside un Juez 1.
En este apartado, se presentarán los casos entrados durante los años 2000 al 2002 en juzgados de menor cuantía, y se observará la variación que ha existido en los índices de desempeño. 

Cuadro N°10

Movimiento Ocurrido en los Despachos que Preside un Juez 1 Año 2000

Despachos que atienden las materias
Casos Entrados
Casos Salidos
Circulante Inicial
Circulante Final
Tasa Resolución CS / CT
Tasa Pendencia
CF / CT

Civil y Trabajo
14503
10771
13538
12166
38,41%
43,39%

Civil, Laboral, Contraven. y Pens. Aliment.
16036
13332
8382
8408
54,60%
34,43%

Civil,Laboral,Contrav,Tránsito y Pen. Alim.
70510
70528
23653
21654
74,90%
23,00%

Civil,Laborl,Contrv,Tráns,Pen.Alim. y Vio.Dom
57229
55677
17969
17977
74,04%
23,91%

Civil,Laboral,Contrav,Pen.Alim y Viol Domést.
23283
16719
16490
17031
42,04%
42,82%

Contravenciones y Pensiones Alimentarias.
38672
37744
48004
44265
43,55%
51,07%

Fuente: Anuario Estadístico 2000

CS= Casos Salidos,  CT= Carga de trabajo, 

Carga de Trabajo = Casos entrados + Circulante Inicial del período.

Cuadro N°11

Movimiento Ocurrido en los Despachos que Preside un Juez 1 2001

Despachos que atienden las materias
Casos 

Entrados


Casos 

Salidos
Circulante Inicial
Circulante Final
Tasa Resolución

CS / CT
Tasa Pendencia

CF / CT

Civil y Trabajo
17148
11159
12166
14720
38,07%
50,21%

Civil, Laboral, Contraven. y Pens. Aliment.
20072
16916
8408
9906
59,40%
34,78%

Civil,Laboral,Contrav,Tránsito y Pen. Alim.
80799
77475
21654
22400
75,62%
21,86%

Civil,Laborl,Contrv,Tráns,Pen.Alim.y Vio.Dom
86347
77110
17977
24887
73,91%
23,86%

Civil,Laboral,Contrav,Pen.Alim y Viol Domést.
27843
16801
17031
20189
37,44%
44,99%

Contravenciones y Pensiones Alimentarias.
36666
29250
44265
43213
36,14%
53,39%

Fuente: Anuario Estadístico 2001

CS= Casos Salidos,  CT= Carga de trabajo,  

Carga de Trabajo = Casos entrados + Circulante Inicial del período.

Cuadro N° 12

Movimiento Ocurrido en los Despachos que Preside un Juez 1 2002

Despachos que atienden las materias
Casos Entrados
Casos Salidos
Circulante Inicial
Circulante Final
Tasa Resolución

CS / CT
Tasa Pendencia

CF / CT

Civil y Trabajo
17813
12622
14720
16588
38,80%
50,99%

Civil, Laboral, Contraven. y Pens. Aliment.
23365
20375
9906
13394
61,24%
40,26%

Civil,Laboral,Contrav,Tránsito y Pen. Alim.
97194
90437
22400
26962
75,62%
22,54%

Civil,Laborl,Contrv,Tráns,Pen. Alim.y Vio.Dom
110354
97820
24887
35140
72,33%
25,98%

Civil,Laboral,Contrav,Pen.Alim y Viol Domést.
21944
17702
20189
21571
42,01%
51,20%

Contravenciones y Pensiones Alimentarias.
34044
29536
43213
63580
38,23%
82,30%

Fuente: Anuario Estadístico 2002

CS= Casos Salidos,  CT= Carga de trabajo,  


Carga de Trabajo = Casos entrados + Circulante Inicial del período.
Se analizarán a continuación los despachos que atienden  las materias civil, laboral, contravenciones y pensiones alimentarias. Para no extender mucho el análisis con cada grupo, los despachos que pertenecen a las materias que se analizarán a continuación son: Juzgado Contravencional y Menor Cuantía Hatillo, Alajuelita, San Ramón y Juzgado Contravencional y Menor Cuantía Pérez Zeledón. 

Cuadro N°13

Movimiento ocurrido en los Juzgados Contravencional y Menor Cuantía de Hatillo, Alajuelita, San Ramón y Pérez Zeledón

Datos Totales
Casos Entrados
Casos Salidos
Circulante

Inicial
Circulante Final
Tasa Resolución
CS / CT 
Tasa Pendencia
CF / CT

2000
16036
13332
8382
8408
54,60
34,43

2001
20072
16916
8408
9906
59,40
34,78

2002
23365
20375
9906
13394
61,24
40,26

Fuente: Anuarios Estadísticos 1999 al 2002

CS= Casos Salidos,  CT= Carga de trabajo, 


Carga de Trabajo = Casos entrados + Circulante Inicial del período.
Se puede apreciar que los casos entrados, salidos, circulante inicial y final, muestran un aumento con el transcurso del tiempo. Al observar los indicadores de Desempeño, la Tasa de Resolución muestra que estos despachos en el 2002, resolvió un 61.24% de la Carga de Trabajo. Sin embargo, la Tasa de Pendencia indica que ese mismo año el 40,26% de la Carga de Trabajo quedó pendiente, aumentando el circulante del despacho.

Es importante indicar que para estos indicadores se toman solo variables cuantitativas, medibles numéricamente, y no se incluyen variables cualitativas, lo cual conllevaría hacer un análisis detallado de las actividades del personal profesional y de apoyo. Además, existen algunos despachos que por su naturaleza los procesos son lentos, y tienen aproximadamente un 50% de sus casos en ejecución, por lo que se podría presumir que la resolución de casos dependa en alguna medida, de la agilidad que le dan las partes al proceso. Algunos de estos despachos son los Juzgados de Pensiones Alimentarias y los Juzgados Civiles, por ejemplo.  

Mientras que en los despachos que conocen la materia de tránsito se da un elevado porcentaje de casos salidos, lo que obedece a los partes por multa fija.

6. Cantidad necesaria de Jueces 1.

Para determinar qué cantidad de Jueces 1 se ocuparán para los próximos tres años, se utilizará la Línea de Tendencia del Método de Mínimos Cuadrados de los casos entrados de 1999 al 2002, y se utilizarán los parámetros determinados por Juez, que fueron establecidos por la Sección de Desarrollo Organizacional para el presente año, estos parámetros se obtuvieron de los informes N° 25, 28, 29, 34, 39 y 40-PLA-DO-2003, una vez que se tengan las proyecciones de casos entrados, se dividirá entre el actual parámetro para los Jueces y de ahí se obtendrá la nueva cantidad de Jueces requerida por año. No obstante, es importante indicar que para este análisis se utilizaron parámetros de referencia del 2003, debido, a que no se usan variables cualitativas por cuanto se realiza una investigación general y no específica por despacho para la estimación de plazas, y de esta manera cumplir con el objetivo que busca la Escuela Judicial de capacitación. 

6.1 Casos entrados en los Juzgados Civil y Trabajo de Menor Cuantía.
Cuadro N°14
Movimiento Ocurrido en los Despachos que Atienden Civil y Trabajo

Año
Casos

Entrados*
Parámetro mensual actual por Juez
Número Jueces
Promedio futuro Mensual por Juez
Cantidad futura Nuevos Jueces
Nueva Cantidad Jueces
Nuevo Promedio

1999
16264
-
-
-
-
-
-

2000
14503
-
-
-
-
-
-

2001
17148
-
-
-
-
-
-

2002
17813
-
-
-
-
-
-

2003
18255
-
-
-
-
-
-

2004
18984
-
-
-
-
-
-

2005
19713
120-130
13
126
-
-
-

2006
20443
120-130
13
131
1
14
122

Fuente: Anuarios Estadísticos, y parámetros establecidos por la Sección de Desarrollo Organizacional,  Departamento de Planificación.

* 2003 al 2006 es una Estimación Lineal.

En los Juzgados donde se atienden las materias de civil y trabajo el parámetro actual por Juez es de 120-130 casos mensuales, y en la actualidad existen 13 Jueces para esos despachos, al proyectar linealmente los casos entrados hasta el 2006, se nota que a pesar de que los casos aumentan, el número actual de Jueces (13) puede hacer frente a ese aumento en la carga de trabajo en el 2005, debido a que el promedio por Juez está por debajo del parámetro establecido, solamente en el 2006 los casos entrados aumentan sobrepasando a 131 casos mensuales por juez, por lo que se estima que un juez más sería recomendable para equilibrar nuevamente la distribución por profesional. 

6.2 Casos entrados en los despachos que atienden las materias civil, laboral, contravenciones y pensiones alimentarias.

Cuadro N°15
Movimiento Ocurrido en los Despachos que Atienden Civil, Trabajo, Contravenciones y Pensiones Alimentarias.

Año
Casos Entrados*
Parámetro mensual actual por Juez
Número actual Jueces
Promedio Mensual por Juez
Cantidad Necesaria nuevos Jueces



1999
14905
-
-
-
-

2000
16036
-
-
-
-

2001
20072
-
-
-
-

2002
7053
-
-
-
-

2003
9637
-
-
-
-

2004
7684
-
-
-
-

2005
5732
100-150
6
80
0

2006
3780
100-150
6
53
0

Fuente: Anuarios Estadísticos, y  parámetros establecidos por la Sección de Desarrollo Organizacional,  Departamento de Planificación.

* 2003 al 2006 es una Estimación Lineal.

En estos despachos ocurre algo muy particular, en el 2002 los casos entrados disminuyeron en gran cantidad, lo que induce que linealmente los casos disminuyan en el futuro, provocando, lógicamente, que la carga mensual por Juez también disminuya manteniéndose dentro del parámetro establecido de 100-150 casos por mes, derivando que no se requieran más Jueces.

6.3 Despachos que Atienden Civil, Laboral, Contravenciones, Tránsito y Pensiones Alimentarias.

Cuadro N°16
Movimiento Ocurrido en los Despachos que Atienden Civil, Laboral, Contravenciones, Tránsito y Pensiones Alimentarias

Año
Casos Entrados*
Parámetro Por Juez
Número Jueces
Promedio Mensual futuro Juez
Cantidad futura Nuevos Jueces
Nueva Cantidad Jueces
Nuevo Promedio

1999
61072
-
-
-
-
-
-

2000
70510
-
-
-
-
-
-

2001
80799
-
-
-
-
-
-

2002
97194
-
-
-
-
-
-

2003
107058
-
-
-
-
-
-

2004
118923
-
-
-
-
-
-

2005
130759
550-600
11
991
8
19
574

2006
142654
550-600
19
626
2
21
566

Fuente: Anuarios Estadísticos, y parámetros establecidos por la Sección de Desarrollo Organizacional, Departamento de Planificación. 

* 2003 al 2006 es una Estimación Lineal.

Estos despachos aumentaron el número de casos entrados durante todo el período de estudio, derivando de esto que la proyección también muestre un aumento,  en estos despachos existen en total  11 Jueces y el promedio por mes está establecido en 550-600 casos. Se puede notar que para los próximos años al aumentar el número de casos, el promedio mensual se pasa del parámetro establecido, lo que obliga a contratar nuevas plazas para mantener ese promedio, así, se necesitarán  8 y 2 plazas para los próximos dos años, para mantener el parámetro de carga de trabajo mensual y no alterar la labor y la calidad del trabajo de los Jueces.

6.4. Este análisis continuará con los despachos que atienden las materias civil, laboral, tránsito, contravenciones, pensiones alimentarias y violencia doméstica. 

Cuadro N°17

Movimiento ocurrido en los Despachos que Atienden Civil, Laboral, Contravenciones, Tránsito, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica.

Año
Casos Entrados*
Parámetro por Juez
Número actual Jueces 
Promedio futuro Mensual Juez
Cantidad futura nuevos Jueces
Nueva cantidad de Jueces
Nuevo Promedio por Juez

1999
50744
-
-
-
-
-
-

2000
57229
-
-
-
-
-
-

2001
86347
-
-
-
-
-
-

2002
110354
-
-
-
-
-
-

2003
128156
-
-
-
-
-
-

2004
148950
-
-
-
-
-
-

2005
169745
200-250
32
442
38
70
202

2006
190540
200-250
70
227
0
-
-

Fuente: Anuarios Estadísticos, y parámetros establecidos por la Sección de Desarrollo Organizacional, Departamento de Planificación. 

* 2003 al 2006 es una Estimación Lineal.

Estas oficinas atienden 6 materias, es probable que los casos entrados sean muchos por las diferentes áreas que trabaja.

Estos despachos cuentan actualmente con un total de 32 Jueces, casi todos los despachos tienen un solo Juez, y el parámetro establecido de carga de trabajo es de 200-250. Cuando se proyectan linealmente los casos entrados se observa que éstos aumentan todo el próximo período, y con la cantidad de Jueces actuales no se puede hacer frente a la futura carga de trabajo. 

En el próximo año, al aumentar la cantidad de casos nuevos, y con 32 Jueces de este año, el promedio por Juez sí sobrepasa el parámetro establecido, por lo que se necesitarían 38 Jueces más para nivelar el parámetro, totalizando de esta manera 70 Jueces. En el 2006, el aumento en los casos entrados no afecta el parámetro de 200-250,  por lo que no se requiere un mayor numero de plazas de profesionales. 

6.5. Corresponde ahora analizar los despachos que atienden las materias de civil, laboral, contravenciones, pensiones alimentarias y violencia doméstica.

Cuadro N°18
Movimiento ocurrido en los Despachos que Atienden Civil, Laboral, Contravenciones, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica.

Año
Casos Entrados*
Parámetro por Juez
Número Jueces
Promedio Mensual Juez
Cantidad Necesaria nuevos Jueces
Nueva cantidad Jueces
Nuevo Promedio

1999
23941
-
-
-
-
-
-

2000
23283
-
-
-
-
-
-

2001
27843
-
-
-
-
-
-

2002
21944
-
-
-
-
-
-

2003
23895
-
-
-
-
-
-

2004
23752
-
-
-
-
-
-

2005
23609
130-160
18
109
0
0
0

2006
23466
130-160
18
109
0
0
0

Fuente: Anuarios Estadísticos, parámetros establecidos por la Sección de Desarrollo Organizacional, Departamento de Planificación.

* 2003 al 2006 es una Estimación Lineal.

En este punto, los casos entrados muestran un pequeño descenso para los próximos dos años, por lo que no representan un inconveniente para el promedio que tienen que manejar los Jueces. Debido a que existen 18 Jueces en total y el parámetro es de 130-160 casos por mes, para los próximos años, la disminución viene a representar que la cantidad de casos por mes que atienden los Jueces esté por debajo del parámetro establecido, por lo que no se justifica requerir más Jueces.

6.6.  Por último se analizan los despachos que atienden las materias de Contravenciones y Pensiones Alimentarias.
Cuadro N°19
Movimiento ocurrido en los Despachos que Atienden Contravenciones y Pensiones Alimentarias.

Año
Casos Entrados
Parámetro por Juez
Número actual Jueces
Promedio Mensual por Juez
Cantidad Necesaria nuevos Jueces
Nueva cantidad de Jueces
Nuevo Promedio

1999
46813
-
-
-
-
-
-

2000
38672
-
-
-
-
-
-

2001
36666
-
-
-
-
-
-

2002
34044
-
-
-
-
-
-

2003
28971
-
-
-
-
-
-

2004
24939
-
-
-
-
-
-

2005
20908
150-200
29
60
0
0
0

2006
19877
150-200
29
57
0
0
0

Fuente: Anuarios Estadísticos, y parámetros establecidos por la Sección de Desarrollo Organizacional,  Departamento de Planificación.

* 2003 al 2006 es una Estimación Lineal.

Estos despachos mantienen un parámetro de carga de trabajo mensual por Juez de 150-200 y en la actualidad cuentan con 29 Jueces, en estas oficinas ocurre que los casos nuevos disminuyen en el período de estudio, lo que provoca que para el próximo período la Línea de Tendencia proyecte una disminución en los casos entrados, derivando de ello que no se necesiten más Jueces porque el parámetro no se altera, por el contrario está por debajo del establecido. 

Ahora bien,  se presentará un cuadro con los requerimientos de las plazas de Juez 1, durante los próximos cuatro años, partiendo del supuesto del aumento en los casos entrados según la Línea de Tendencia. 

Es muy importante recordar, como se dijo anteriormente, este análisis se basa solo en variables cuantitativas, y no en variables cualitativas, las cuales requieren de una observación diferente.  

A continuación se analiza la necesidad de jueces, de acuerdo al Método de Línea de Tendencia de Mínimos Cuadrados aplicado a los casos entrados y relacionándolos con los parámetros establecidos por Juez y materia.

Cuadro N°20
Cantidad requerida de Jueces 1 por año y según materia.

Año
Civil y Trabajo
Civil, Lab, Cont y P.A. 
Civil,Lab, Contr,Trán y P.A.
Civ, Lab, Contra, Trá,P.A. y V.D. 
Civ,Lab, Contr,P.A. y V.D.
Contrav y Pen. Alim
Total

2005
0
0
8
38
0
0
46

2006
1
0
2
0
0
0
3

En resumen, se estima, que se necesitarán en los próximos dos años 49 plazas de Juez 1.  Así los parámetros establecidos por carga de trabajo por Juez se mantienen en su límite inferior, derivando de ello un mejor manejo en el funcionamiento de cada despacho, y sin que ocurran cambios en la normativa vigente.

Cabe aclarar, que la cantidad de plazas nuevas señalada en este estudio,  debe observarse únicamente cómo parámetro para ser utilizado por la Escuela Judicial, con la finalidad de capacitación para los jueces que inician su carrera judicial, sin que esta recomendación se convierta en un compromiso de asignación de plazas para años futuros en los diferentes despachos de menor cuantía, considerando que, la metodología tradicional ha sido ir tomando el pulso de la necesidad de recurso humano año con año y según los análisis que se desarrollan, asignar recurso, situación que no será sustituida con el análisis y la metodología utilizada en este informe; además, de que habrá que analizar en su momento, el comportamiento en la tendencia de las variables estudiadas, los cambios en la normativa y las variables del entorno.


7.1. 
Los Juzgados Contravencionales y de Menor Cuantía, los Juzgados de Menor Cuantía y los Juzgados Contravencionales, donde se nombra, por lo general, a los Jueces 1, presentaron un aumento generalizado en el requerimiento de Jueces durante todo el período en estudio. 

7.2. De las variables socioeconómicas analizadas, la inmigración, el desempleo y la pobreza  representan por sí mismas la principal causa de incidencia en los asuntos judiciales, considerando que en sí es un problema para cualquier país del mundo, sobre todo si no existen políticas económicas, de seguridad, criminológicas y jurídicas, bien establecidas, que luchen directamente contra estos fenómenos para minimizar su acción en la ciudadanía, e incluso en la inversión nacional y extranjera, y buscar de esta manera un panorama más armonioso para el país. 

Si no se buscan soluciones rápidas y eficientes para estos problemas, se pueden generar inconvenientes de diversa índole como, aumento en la pobreza, que a su vez origina delitos penales, de familia, trabajo, pensiones alimentarias y violencia doméstica; es así como las variables del entorno influyen en la cantidad de casos entrados en los despachos del país y a su vez en la cantidad de plazas de juez entre otros, en cada oficina jurisdiccional.

7.3.
Por otra parte, se concluye que otra variable principal que genera la necesidad de servicios judiciales, son los divorcios, esto debido a que antes de la separación se puede haber presentado una serie de conflictos de familia, violencia doméstica, agresiones, entre otros, que requirieron la intervención de los tribunales de justicia, incrementando los casos entrados y la necesidad de jueces, sin dejar de lado que todo proceso de divorcio, por lo general, a su vez da origen a un proceso de pensiones alimentarias.

7.4.
Se concluye, como sumamente necesaria la aplicación de alguna técnica para determinar el rendimiento idóneo de los Jueces, en cada uno de los procesos que atiende, a fin de lograr información consolidada que permita desarrollar los análisis de requerimientos con mayor amplitud y a la vez precisión y así determinar necesidades que permitan brindar un mejor servicio judicial; es por esta razón que este Departamento se está avocando al diseño y validación de indicadores que contribuyan a uniformar los volúmenes de trabajo que enfrentan los despachos judiciales.

8.1. 
Según los resultados de este estudio, se estima que la cantidad de Jueces que deben recibir capacitación es de 49 plazas nuevas para los próximos dos años. Las variables socioeconómicas estudiadas ejercen una influencia en la necesidad de nuevas plazas de Jueces, esta influencia se ve reflejada en el aumento de casos nuevos que ingresaron en los despachos judiciales, debido, al supuesto, de que si estas variables muestran una disminución de su índice habrá menor cantidad de casos en los despachos o viceversa; por cuanto hay una relación directa entre estas variables. 

8.2.  Se deja claro  que la anterior recomendación en cuanto al crecimiento del número de plazas, dependerá además de la posibilidad presupuestaria del Poder Judicial  para aumentar su planilla  de Jueces.

8.3. Se obtuvo del análisis de las tasas de desempeño, que en general, los casos entrados, salidos, circulante inicial y final, aumentan, sin embargo el circulante final lo hizo en una mayor cantidad que las demás variables, lo que sugiere que año con año el circulante de los despachos crece. Por lo que se recomienda efectuar planes de acción para controlar este crecimiento que perjudica la eficiencia y efectividad de la institución. 
8.4. Se recomienda que la capacitación en cuanto al tema relacionado con la

Oralidad, abarque a todos y cada uno de los Jueces 1 que prestan su servicio de Administración de Justicia en aquellas materias propensas a incorporar dentro de su proceso, la Oralidad. (169)  
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SE ACUERDA:  Tomar nota.

ARTICULO XI

El Lic. Román Bresciani Quirós, Abogado de la Escuela Judicial en oficio EJ-UJ-254-2004 de fecha 30 de agosto del año en curso dice:

Respetuosamente  someto a su consideración, la parobación del curso de participación “Evaluación del Sistema de Control Interno”,  ha ser impartido por el Lic. Juan Carlos Córdoba Meléndez, funcionario de la Auditoría Judicial y el Lic. Édgar Brenes Varela, Jefe de la Unidad Coordinación y riesgo de la Auditoría Interna del Banco Nacional de Costa Rica (B.N.C.R(, los días miércoles 29, jueves 30 de setiembre y viernes 1 de octubre de 2004, de las 7:30 a las 16:30 horas, cuya duración es de veinticuatro  (24) horas.

La Unidad de Desarrollo Humano del Departamento de Personal junto con la Escuela Judicial coordinan la realización de dicho curso, con el propósito de brindar a los funcionarios de la Auditoría Judicial alternativas para la utilización de las técnicas en la evaluación del sistema de control interno, desde el marco de la Ley General de Control Interno y las Normas Generales de Control Interno. De esa manera, los funcionarios de la Auditoría Judicial podrán desempeñarse con calidad  en su función de fiscalización, asesoría y advertencia, además de proporcionar  a la ciudadanía una garantía razonable de que las actuaciones del jerarca y del resto del personal del Poder Judicial se ejecutarán de conformidad con sanas prácticas y el marco legal vigente.

Se solicita a los respetables miembros del Consejo Directivo, aprobar la realización de la referida actividad académica, cuyos participantes y docentes, requieren permiso con goce de salario, sin sustitución, nombres que serán remitidos al Consejo Superior para su aprobación oportunamente. Asimismo, se solicita su autorización para que se otorguen los certificados de asistencia respectivos.

El  diseño curricular del curso  de participación “Evaluación del Sistema de Control Interno”, ha sido revisado y aprobado por la licenciada Ingrid Bermúdez Vindas, Asesora Curricular de la Escuela Judicial. (ver anexo).
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Poder Judicial

Auditoría Interna

Curso “Evaluación del SCURSistema de Control Interno”  

Diseño Curricular

Fecha  del curso:

29,30 de setiembre y 01 de ocubre, 2004

Lugar:   Por definir


Nombre del curso

Evaluación del Sistema de Control Interno   
Horario: 

De las 7:30 a las 16:30 horas durante tres días
Total de horas: 24 horas

Propósito General 

Brindar a los funcionarios de la Auditoría Judicial alternativas para la utilización de las técnicas en la evaluación del sistema de control interno, desde el marco de la Ley General de Control Interno y las Normas Generales de Control Interno, con la finalidad de que desempeñen la función de fiscalización, asesoría y advertencia con calidad y que agregue valor a la institución; además que proporcionen a la ciudadanía, una garantía razonable de que la actuación del jerarca y del resto del personal del Poder Judicial se ejecuta de conformidad con sanas prácticas y el marco legal vigente. 


Facilitadores:

Lic. Juan Carlos Córdoba Meléndez, Auditoría Judicial

Lic.Edgar Brenes Varela, Jefe Unidad Coordinación y Riesgo de la Auditoría Interna del Banco Nacional

Asesoría Curricular: Ingrid Bermúdez, Mauricio Quirós



PROGRAMA DEL CURSO

I. INTRODUCCIÓN   

La normativa actual de control interno impacta en el entorno de la auditoría, ya que surgen cambios de enfoque y paradigmas de esta profesión, que requieren cada vez más de auditores actualizados con criterio suficiente para utilizar las técnicas de su especialidad que demandan los tiempos modernos.   El tema de la evaluación del sistema de control interno es parte vital en el desarrollo de las funciones de una auditoría. Por esta razón, se debe contar con los conocimientos necesarios para evaluar los diferentes componentes del sistema, a saber: ambiente de control, valoración del riesgo, actividades de control, sistemas de información y seguimiento. 

II. ASPECTOS METODOLÓGICOS 

El curso está diseñado a partir de los principios de la andragogía, de manera tal que los funcionarios enriquezcan  el proceso de aprendizaje con sus aportes basados en su experiencia fomentando una amplia participación. 

Se harán exposiciones por parte de los instructores con apoyos audiovisuales y para reforzar el conocimiento se resolverán casos que se relacionan directamente con los temas estudiados.       
 

III.  RECURSOS DIDÁCTICOS Y MATERIALES

· Casos prácticos impresos para uso en clase 

· En el aula debe haber: video beam, computadora portátil, pizarra, marcadores para pizarra acrílica y permanente, borrador, rotafolio con papel, hojas de trabajo en blanco.
IV. EVALUACIÓN 

El curso será de participación  

Para obtener el certificado de participación extendido por la Escuela Judicial se deberá cumplir con la asistencia y participar activamente en clase.

V.- OBSERVACIONES

1. Los participantes deberán firmar el registro de asistencia en cada sesión .
2. Los participantes deberán mantener apagados o silenciados los teléfonos celulares, con el fin de no provocar interferencia y por respeto al facilitador.
VI - BIBLIOGRAFÍA COMPLEMENTARIA

Ley General de Control Interno

Manual de Normas Generales de Control Interno

Informe COSO

Material suministrado por la Contraloría General de la República

Manuales de normas de la Auditoría Judicial



OBJETIVOS
CONTENIDOS
ESTRATEGIA DE APRENDIZAJE
RECURSOS
DURACION

1.- Distinguir los aspectos principales del enfoque de control interno adoptado para el Sector Público Costarricense como consecuencia del cambio de paradigma de un “control financiero” hacia un “control de gestión  responsabilidad de la Administración Activa”.


1.1 El control y la fiscalización en la legislación costarricense

1.2 Entorno actual del control y la fiscalización

1.3 Estado actual de la legislación relativa al control y la fiscalización

1.4 Modelo congruente con las tendencias internacionales

1.5 Sistema de Control y Fiscalización Superiores

1.6 Roles de los componentes del Sistema de Control y Fiscalización Superiores

Responsabilidades y sanciones por incumplimientos a la Ley General de Control Interno.
Como medio de introducir el tema es necesario la realización de una Charla dialogada en la cual el facilitador pueda interactuar con los participantes mediante una conversación abierta que permita introducir los contenidos trazados para el cumplimiento de este objetivo. Para ello deberá aportar los conocimientos necesarios mediante la realización de preguntas variadas. Se aplicará esta técnica en virtud del conocimiento previo que en forma general tienen los participantes sobre el tema. participantes.
Video Beam/ Presentación en Power Point-

Computadora portátil ó CPU

Pizarra acrílica, marcador, borrador


1 hora

2.-Analizar los principales conceptos relacionados con el tema de control interno


2.1 Concepto y objetivos del control interno

2.2 Componentes orgánicos y funcionales del sistema de control interno

2.3 Jerarca y titular subordinado


Se aplicará la técnica de Charla dialogada en la cual el facilitador pueda interactuar con los participantes mediante una conversación abierta que permita introducir los contenidos trazados para el cumplimiento de este objetivo. Para ello deberá aportar los conocimientos necesarios mediante la realización de preguntas variadas. Deberá agotar el tema mediante la resolución de dudas y corregir de esa manera los planteamientos equivocados.
Video Beam/presentación en Power Point

Computadora portátil ó CPU Pizarra Acrílica, marcador, borrador
1 hora

3-  Aplicar las técnicas de auditoría a utilizar en la evaluación de los componentes funcionales  del sistema de control interno
3.1 Normas relativas al Ambiente de Control

3.2 Normas relativas a la Valoración de Riesgos

3.3 Normas relativas a las Actividades de control

3.4 Normas relativas a los Sistemas de Información 

3.5 Normas relativas al Seguimiento


Se aplicará la técnica de Charla dialogada como estrategia de aprendizaje previa a la aplicación de los respectivos casos, con el fin de establecer el marco conceptual necesario según los contenidos propuestos.. Para ello deberá aportar los conocimientos necesarios mediante la realización de preguntas variadas. Deberá agotar el tema mediante la resolución de dudas y corregir de esa manera los planteamientos equivocados

Estudios de casos: Para lo cual se presentarán una serie de situaciones en que los participantes en forma grupal desarrollarán los conceptos estudiados. Los facilitadores deberán inicialmente explicar en detalle la forma en que se integrarán los equipos de trabajo y la metodología empleada. Cada grupo debe nombrar un relator. Asimismo deberán facilitar el caso en forma escrita para poder generar una adecuada discusión a lo interno de cada equipo de trabajo. Una vez presentadas las exposiciones, los facilitadores deberán realizar una recapitulación y presentar la solución real de los casos según corresponda. Los casos estarán orientados para ilustrar los componentes de AMBIENTE DE CONTROL, VALORACIÓN DEL RIESGO, ACTIVIDADES DE CONTROL, SISTEMAS DE INFORMACIÓN y SEGUIMIENTO 


Video Beam/presentación en Power Point

Computadora portátil ó CPU Pizarra Acrílica, marcador, borrador  
22 horas 

SE ACUERDA: Aprobar el curso de “Evaluación del Sistema de Control Interno” a realizar el 29, 30 de setiembre y 1 de octubre de 2004 de 7:30 a.m. a 16:30 p.m. con una duración de 24 horas y se autoriza la confección de certificados de asistencia.  Comuníquese al Consejo Superior para el permiso con goce de salario sin sustitución siempre y cuando no afecte el buen servicio público. ACUERDO FIRME.

ARTICULO XII

El Dr. Alfredo Chirino Sánchez, Director de la Escuela Judicial en oficio EJ-DIR-355-2004 de fecha 30 de agosto de 2004 dice:

“Mediante reunión sostenida con la licenciada Ingrid Bermúdez Vindas, el  señor Adrián Alfaro Obando, funcionarios de la Unidad de Materiales Escritos (UMAT) y  el licenciado Román Bresciani Quirós, abogado de la Escuela Judicial, por parte del suscrito el día de hoy lunes 30 de agosto de 2004, se ha determinado que la obra realizada por el Lic. Jorge Alberto González Pinto, Psicólogo Clínico Forense, denominada: “Diccionario de Psicología Clínica Forense: Principales Trastornos, Síndromes y Metodología Psicotécnica”, cumple con los requisitos necesarios para su publicación, por lo que se solicita la autorización de los miembros del Consejo Directivo, para que se proceda con el proceso de contratación de la empresa editorial, que se encargará de la revisión filológica y de estilo, así como de su diagramación y respectivo tiraje, consistente en quinientos ejemplares.”
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SE ACUERDA: Autorizar el proceso de contratación de la empresa editorial que se encargará de la revisión filológica, estilo  y publicación el  “Diccionario de Psicología Clínica Forense: Principales Trastornos, Síndromes y Metodología Psicotécnica” realizada por el Lic. Jorge Alberto González Pinto, Psicólogo Clínico Forense.  ACUERDO FIRME.
ARTICULO XIII

La Licda. Kattia Escalante Barboza, Coordinadora de la Unidad de RAC de la Escuela Judicial en oficio EJ-RAC-061-2004 del 1 de setiembre del año en curso dice:

“De conformidad con lo que establece la Ley de Control Interno me permito informarles de una situación que se generó en el curso de Introducción a las Técnicas de Conciliación que se impartió desde el mes de abril hasta el mes de julio del 2004 y cuyo cierre formal se realizó hasta el día 19 de agosto con el reporte de las notas de los exámenes extraordinarios.

La situación está referida a la participación en ese curso de la Licda. Rebeca Guardia Morales de la Dirección Nacional de Notariado. La participación de la Licda. Guardia en el curso en mención se aprobó en la sesión N°20-04 articulo XXVI celebrada el 18 de marzo del 2004. El curso se realizó en las siguientes fechas: 23 de abril, 7 y 21 de mayo, 4 y 18 de junio y 2 de julio. 

De acuerdo con el registro de asistencia remitido por la Licda. Rosaura García Aguilar, tutora del curso, la Licda. Guardia asistió únicamente a la sesión del 7 de mayo sin que a la fecha la Escuela Judicial haya recibido una justificación que explique su inasistencia al curso. 

Es importante anotar que la Licda. Guardia ya había participado en una oportunidad anterior (2002) en el mismo curso y lo reprobó porque obtuvo en el examen extraordinario una nota de 45% 

Remito el presente informe para los efectos que ustedes consideren pertinentes. Sin otro particular, suscribe muy atentamente,”
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SE ACUERDA:  Trasladar al Tribunal de la Inspección Judicial la comunicación anterior para lo que corresponda.

ARTICULO XIV

La Licda. Kattia Escalante Barboza, Coordinadora de la Unidad de RAC de la Escuela Judicial en oficio EJ-RAC-063-2004 del 1 de setiembre del año en curso dice:

“La presente nota tiene como objetivo hacerles la consulta para valorar cómo debemos de proceder en relación con el proyecto para la sistematización de un modelo de mediación para la resolución pacífica de conflictos en poblaciones indígenas, que el presente año tenía previsto desarrollar la Unidad de RAC de la Escuela Judicial.

Ese proyecto estaba planteado para desarrollarse en coordinación con la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas (CONAI). Desde el año pasado la Dra. Ana Tristán y quien suscribe estuvimos realizando reuniones con un representante de la CONAI y se hizo un primer documento que sustentaba la idea de promover esta propuesta.

En el proyecto estuvieron involucradas, además de quien suscribe,  tres personas de la Escuela Judicial que iban a colaborar para su implementación: la Dra. Ana Tristán, la Licda. Nadia Schmidth y la Licda. Jéssica Gamboa (las dos últimas en calidad de meritorias).

En este momento ninguna de las tres personas mencionadas tiene la posibilidad de continuar esta labor por diferentes razones: las meritorias ya no están trabajando con la Escuela porque consiguieron un trabajo remunerado, y la Dra. Ana Tristán está trabajando con dos proyectos del BID en los que la Escuela Judicial es contraparte. Por otro lado el representante de la CONAI con el que iniciamos el proyecto, Lic. Mauricio Masís,  fue nombrado recientemente como Director Ejecutivo de la CONAMAJ.

Sumado a lo anterior, en este año la Unidad de RAC de la Escuela Judicial se ha visto limitada en la disponibilidad de algunos de los tutores que antes asumían muchos de los cursos de capacitación, lo que ha recargado sobremanera  mi labor tanto como coordinadora de la Unidad de RAC como tutora y facilitadora de muchas de las actividades de capacitación.

Mi carga de trabajo en este momento es la siguiente:

· Facilitadora del curso de Técnicas de Negociación y Conciliación dirigido a Defensores Públicos. (60 horas)

· Facilitadora del curso de Técnicas de Negociación y Conciliación dirigido a Fiscales. (60 horas)

· Facilitadora del curso de Técnicas mediación para psicólogos y trabajadores sociales. (120 horas)

· Facilitadora del Taller de negociación con perspectiva de género (que impartimos en conjunto con el ILANUD). Dos taller pendientes (16 horas cada uno).

· Coordinadora de cinco cursos de Conciliación dirigido a jueces y juezas de diferentes despachos del país (40 horas cada uno). Están finalizando tres de los  cursos y se van a impartir dos más entre los meses de setiembre y noviembre.

· Facilitadora en el curso de Actualización en materia penal juvenil, que se llevará a cabo en el mes de octubre (tengo a cargo dos días completos del curso-16 horas).

· Facilitadora en un seminario para contralores de servicios de instituciones públicas del país, solicitado por la Defensoría de los Habitantes (1 día).

· Facilitadora en cuatro actividades de capacitación para el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (que se desarrollarán entre los meses de setiembre y octubre).

· Conferencista en cinco giras coordinadas con la Secretaría Técnica de Género con el tema de la no conciliabilidad de los problemas de Violencia Doméstica y el Hostigamiento Sexual (Guápiles-San Carlos-Puntarenas-Limón-Complejo de Ciencias Forenses), actividades que se llevarán a cabo entre los meses de setiembre, octubre y noviembre.

· Facilitadora en dos cursos programados por la Unidad de capacitación del OIJ, uno de Supervisión Policial y otro de Negociación de rehenes (que se desarrollarán entre los meses de setiembre y diciembre).

· Conferencista en una de las charlas de los ciclos de conferencias de la Escuela Judicial (Conciliación Laboral), mes de octubre.

· Está en proceso de diseño un Seminario de actualización de la conciliación en materia de familia, que se impartirá a principios del mes de diciembre.

Las actividades mencionadas son las que en este momento estoy desarrollando y que tendré que ejecutar entre los meses de setiembre y diciembre.

Como podrán ver, la carga de trabajo y la ausencia de otros recursos humanos, hace que sea prácticamente imposible asumir un proyecto como el que habíamos pensado implementar con la CONAI, sobre todo tomando en cuenta que la capacitación para los funcionarios judiciales es nuestra prioridad.

En mi criterio el mismo se podría retomar cuando la Escuela Judicial pueda contar con personal que disponga de tiempo suficiente para dedicarse al mismo, por lo que les solicito consideren la posibilidad de posponer la implementación de ese proyecto hasta que esto sea posible.

Quedo a la espera de su decisión en relación con la presente propuesta. Sin otro particular, muy atentamente,”
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SE ACUERDA: Previo a resolver se comisiona al Dr. Alfredo Chirino Sánchez, Director de la Escuela Judicial para que converse con el Lic. Mauricio Masís, Director a.í. de la CONAMAJ, quien estuvo a cargo del proyecto por parte de la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas (CONAI), con el fin de que  averigue si él conoce de alguna fuente de  financiamiento que pueda darnos la posibilidad de contar con un par de asistentes para realizar el proyecto.  ACUERDO FIRME

DEFENSA PUBLICA:

ARTICULO XV

La Licda. Marta Iris Muñoz Cascante, Jefa de la Defensa Pública, en oficio del 19 de agosto de 2004 dice:

“De acuerdo con las conversaciones que he mantenido con Usted, me permito indicarle el nombre de los funcionarios que proponemos en esta ocasión para que participen en el Curso de Medicina Legal que hasta el momento se le ha impartido solo a los y las fiscales, el cual se celebrará todos los días jueves desde el 02 de septiembre hasta el 09 de diciembre del presente año en el Complejo Médico Forense en San Joaquín de Flores con un horario de 7:30 a.m.- a 16:30 p.m. 


No omito indicarle que en conversación que personalmente mantuve con el coordinador del curso, el Dr. Jorge Roldán, él me ha indicado su anuencia y deseo en la participación de la Defensa Pública, pues no solo los contenidos del curso –que él mismo ha definido y estructurado--, no son exclusivos para fiscales, sino que además es una forma de enriquecer la capacitación por tratarse de otra de las partes que actúan durante el proceso, amén de la economía que se estaría haciendo para la Institución, pues plantear la posibilidad de estructurar otro curso de igual naturaleza solo para la Defensa Pública sería no solo oneroso sino de imposible realización por parte del personal encargado de impartir la capacitación.  En este sentido, tanto la doctora Leslie Solano como el doctor Jorge Roldán nos han indicado que, de considerarlo Usted necesario, estarían en la mejor disposición de aclararle cualquier duda en ese extremo.

En virtud de ello, se solicita se apruebe por inclusión la asistencia de los discentes cuyos nombres se indican y que se nos comunique lo antes posible lo resuelto para coordinar lo que corresponda.

Diurso de Medicina Legal” 

Fecha: Todos los jueves del 02 de septiembre al 09 de diciembre de 2004 

Hora: 07:30 am a las 16:30 pm-

Lugar: Complejo Médico Forense, San Joaquín de Flores

· Nombre

· Número de Cédula de Identidad 
· Despacho en que labora



1. Mariana Brenes León, cédula 1-859-595, Defensa Pública Goicoechea

2. Miriam Chehade Larach, cédula 8-049-007, Defensa Pública San José

3. Yesenia Vargas Villalobos, cédula 2-491-089, Defensa Pública Limón

4. Jorge Rojas Fonseca, cédula 1-511-237, Defensa Pública San José

5. Marco González Salas, cédula 4-149-301, Defensa Pública Heredia

La participación de los discentes del  curso en mención, según la lista anteriormente detallada, es sin sustitución, con goce de salario y en el entendido de que los despachos en que laboran tomarán las medidas necesarias para que la prestación del buen servicio público no se vea afectada y sin que se suspendan debates ni diligencias previamente programadas para esas fechas, lo cual implica que deberán dar prioridad a la atención de los asuntos urgente del despacho, en caso de ser necesario.” 
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La Licda. Marta Iris Muñoz se refiere a la solicitud anterior y dice que conversó con los docentes  que imparten el curso para ver  la posibilidad de que este fuera recibido por los defensores  y le manifestaron que no había ningún inconveniente  ya que cuando ellos lo diseñaron tomaron en consideración que fuera un curso que pudiera ir dirigido a varias personas,  pero como fue planteado por el Ministerio Público se debería consultar si están de acuerdo, ya que para ellos no representa ningún inconveniente aumentar  la cantidad de participantes. Agrega que es un curso con una duración de seis meses y pensó en la posibilidad de que se incluyera a los defensores ya que  la idea es evitar el gasto de recursos y además por resultar desgastante para los  peritos y médicos que hagan un curso independiente para ellos, por otro lado enfatiza que la Defensa no cuenta con recursos y no puede está quedarse rezagada .

El Lic. Jorge Segura dice que no está de acuerdo que se incluya defensores en el curso ya que  ahí se maneja la estrategia  del  caso y no es conveniente que ellos estén presentes.  Agrega que desconocía el asunto y le gustaría consultar el contenido del curso con los capacitadores, además manifiesta no estar de acuerdo en que se quite los cupos que ya tiene planificado el Ministerio Público, para  dárselos a los defensores, ya que el grupo es de veinticinco, si cinco lugares son para jueces y se incluyen cinco defensores, el grupo sería de treinta.  Si el Dr. Roldán está de acuerdo en que se aumente la cantidad de participantes  sin afectar al Ministerio Público no habría problema, sin embargo, solicita que se decida el asunto hasta que   verifique  el punto donde se trata la estrategia y manejo del caso.

La Mag. Calzada manifiesta que se podría plantear la posibilidad de que cuando se trate el punto de estrategia y manejo del caso no asistan los defensores y se  llegue a un arreglo,  ya que hay puntos que son generales para ambos.  Propone que se reúna la Defensa, el Ministerio Público y la Dirección de la Escuela para analizar la posibilidad de que asistan los defensores.

El Lic Segura  dice que consultará en la tarde a los fiscales y le hará saber telefónicamente al Dr. Chirino si es posible.

La Mag. Calzada agrega que si se puede arreglar el asunto sin la intervención del Consejo se deja autorizados  a ellos para que lo arreglen y en caso de que no se llegue a un acuerdo,  el Consejo lo resolverá.
SE ACUERDA:  Autorizar al  Dr. Alfredo Chirino, al Lic. Jorge Segura y a la Licda. Marta Iris Muñoz para que traten de solucionar el asunto, vean los contenidos del programa y consulten lo que corresponda.  En caso de que no se llegue a un acuerdo, el Consejo Directivo lo resolverá. ACUERDO  FIRME.

ORGANISMO DE INVESTIGACION JUDICIAL

ARTICULO XVI

El MSc. Marvin Salas Z., Jefe del Departamento de Ciencias Forenses y la MSc.Tatiana Trejos R., Presidenta de la Asociación Costarricense de Profesionales  en Ciencias Forenses (ACCF), en oficio ACCF-0111-2004 de fecha 26 de agosto del año en curso dice:

“Sirva la presente para saludarles muy respetuosamente y a la vez solicitarle colaboración a la Escuela Judicial para llevar a cabo la certificación de asistencia para los participantes al “I Congreso de Ciencias Forenses”, el cual se llevará a cabo el próximo 26 y 27 de noviembre en las instalaciones del INBioparque.

El progrma de dicho Congreso fue diseñado para incluir un total de 10  horas en presentaciones escritas (posters), presentaciones orales y foros de discusión.

Se contará con la colaboración de expositores especialistas en el área  forense a nivel nacional e internacional para abarcar los siguientes  tópicos:

· Cadena de Custodia

· Admisibilidad de la Evidencia Científica y opinión experta de peritos

· Acreditación de Programas Académicos en Ciencias Forenses

· Sistema de Gestión de Calidad

· Ética Forense

· Análisis de Evidencias Traza

· Aplicaciones en Química Forense

· Aplicaciones Forenses en Ingeniería, Evidencia Documental y Física

· Aplicaciones Forenses en Matrices Biológicas

El enfoque de dichos temas estará dirigido a practicantes de las Ciencias Forenses, administradores de la justicia y a estudiantes universitarios.  Adjuntamos el programa preliminar del Congreso.

Este evento es organizado por la recién fundada Asociación Costarricense de Profesionales en Ciencias Forenses (ACCF) y el Departamento de Ciencias Forenses del Poder Judicial, y tiene como fin primordial fortalecer la educación y divulgar nuestra disciplina, promoviendo a su vez de manera conjunta con otras áreas afines el intercambio de ideas que enriquezcan nuestros campos laborales.

No omitimos manifestarle que la actividad del Congreso en Ciencias Forenses está debidamente aprobada en los Planes y Objetivos del DCF del presente año.  Los recursos económicos para llevar a cabo dicha actividad están siendo patrocinados  por la ACCF con base en inversión de las cuotas de afiliados y actividades diversas que se han llevado a cabo para recaudar fondos.

Dada la relevancia del evento, para nosotros sería de gran importancia contar con el respaldo  de la Escuela Judicial en la emisión de certificados de asistencia para los participantes.”
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SE ACUERDA:  Aprobar la realización del I Congreso de Ciencias Forenses a realizar el 26 y 27 de noviembre de 2004 en las instalaciones del INBioparque y se autoriza la confección de certificados de asistencia.  Se comisiona a la Licda. Alejandra Monge Arias, Abogada de la Escuela Judicial  para que coordine lo que corresponda.  ACUERDO FIRME.
ASUNTOS VARIOS

ARTICULO XVII

La Licda Matilde González Aguilar, Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología en oficio DTSP-468-2004 de fecha 6 de agosto de 2004 dice:

“En atención a su oficio N°100-CD/EJ-04 relacionado con el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial en la sesión N° 14 celebrada el 29 de julio, en el artículo IX,  me permito manifestar:

En la actualidad  el Departamento de Trabajo Social y Psicología cuenta con Equipos Interdisciplinarios en todas las cabeceras de cantón en todas las provincias, para la realización de dictámenes psicosociales a víctimas de Violencia Doméstica y delitos sexuales.  La Srta Iliana Bocker, estudiante avanzada de Psicología, es la asistente administrativa del Equipo ubicado en la Oficina Regional de Heredia.

Como parte de una campaña de sensibilización en nuestro personal, hemos considerado de sumo provecho la participación de la Srta. Arce Bocker en la actividad académica programada en razón de las labores que desempeña y que va mas allá de la atención meramente administrativa.  Con su capacitación estamos seguros que se vera beneficiada la atención a nuestros usuarios y por ende la Administración de Justicia.”
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SE ACUERDA: Denegar la participación de la señora Ileana Arce Bocker en el “Taller de negociación con perspectiva de género” a realizar los días viernes 10 y 17 de setiembre del año en curso.  Comuníquese a la Licda. Kattia Escalante Barboza, Coordinadora de la Unidad del RAC. ACUERDO FIRME.

ARTICULO  XVIII

La Licda. Magalie Vargas Johnson, Subcontralora, I Circuito Judicial de la Zona Atlántica en oficio N°0009-SCL-2004 de fecha 25 de agosto del 2004 dice:

“En virtud de que la Zona Atlántica cuenta con una Contraloría de Servicios y conociendo la importante función que cumple el Poder Judicial en la sociedad y la obligación de los funcionarios y servidores en contribuir porque la prestación del servicio público  funcione de forma eficiente a efectos de satisfacer  oportuna y adecuadamente las demandas de los usuarios.-

Esta Contraloría solicita de la manera más encarecida, interponer sus buenos oficios a fin de poder facilitar a los funcionarios del Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica una charla de  Atención al Usuario y otra de Atención de Llamadas Telefónica.-

Tengo conocimiento que dentro del plan de trabajo de la escuela, se le impartió a las Auxiliares Judiciales del Primer Circuito de San José  estas mismas charlas por parte del Licenciado José Vicente Martínez. Por lo cual solicitamos ver la posibilidad  de que pueda ser el mismo profesional quien nos imparta las charlas.-

A efectos de organizar los grupos, le remito las posibles fechas con objeto de no interferir  con el cronograma de actividades de la escuela.

Circuito
Fecha
Charla
Horario

Primer  Circuito
20-09-04
Atención al Usuario
1:30 a 4:00 

Primer Circuito
21-09-04
Atención  Llamadas Telefónicas 


Segundo  Circuito
22-09-04


Atención al Usuario
1:30 a 4:00 

Segundo Circuito
23-09-04
Atención  Llamadas Telefónicas
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SE ACUERDA:  Aprobar la capacitación para los funcionarios del Primer y Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica sobre Atención al Usuario y otra sobre Atención de Llamadas Telefónicas a impartir los días 20-21-22-23 de setiembre de 2004.  Se comisiona al  Lic. Vicente Martínez Oporto, Administrador de la Escuela Judicial para que imparta los cursos en referencia.  ACUERDO FIRME.

ARTICULO XIX

El  señor Robert E. Copley, Agregado para Asuntos Internacionales de Estupefaciente y del Orden Público (INL), remite al Dr. Alfredo Chirino Sánchez, Director de la Escuela Judicial, oficio de fecha 31 de agosto del 2004 que dice:

“Me es grato dirigirme a usted para informarle que, después de reuniones y conversaciones sostenidas para coordinar una capacitación sobre la explotación sexual de menores, el Curso multidisciplinario de ICITAP/OPDAT en el área de la Investigación de Casos Relacionados con la Explotación Sexual de Menores se llevará a cabo del 4 al 19 de octubre del 2004, en el Hotel Palma Real en Sabana Norte.

El curso está dirigido a jueces, fiscales, policías, investigadores, agentes de inmigración, trabajadores sociales, psicólogos, otros profesionales y representantes de organizaciones no gubernamentales dedicadas a la atención y a la investigación sobre este tema.

Le extiendo una cordial invitación para que siete  funcionarios del Poder Judicial participen en esta importante actividad que será impartida por representantes del Departamento de Justicia de los Estados Unidos de América.

La Embajada de los Estados Unidos de América cubrirá los costos de alimentación durante el curso, y también se contará con servicios de traducción simultánea.  Agradezco confirmar la asistencia de los siete representantes del Poder Judicial al teléfono 519-2377 o al fax 519-2435.

Apovecho la oportunidad para renovarle la seguridad de muy distinguida consideración.”

-0-

La Licda. Yadira Brizuela Guadamuz, Abogada de la Escuela Judicial en oficio EJ-UJ-257-2004 de fecha 1 de setiembre de 2004  se refiere a la actividad anterior e informa que  el horario de la actividad será de 7:30 a.m. a 16:30 p.m..

SE ACUERDA:  Aprobar la participación de 3 jueces,  2 defensores, 2  funcionarios de la Unidad de Capacitación del O.I.J. de la Escuela Judicial  al curso multidisciplinario de ICITAP/OPDAT en el área de la Investigación de Casos Relacionados con la Explotación Sexual de Menores que se llevará a cabo del 4 al 19 de octubre del 2004 de 7:30 a.m. a 16:30 p.m., se comisiona a la Licda. Yadira Brizuela Guadamuz, Abogada de la Escuela Judicial para que  coordine lo que corresponda y remita la lista de participantes   No se incluye a los fiscales y investigadores  ya  que fueron  invitados por separado a está actividad.  Comuníquese  al Consejo Superior para la autorización de permiso con goce de salario con sustitución para los participantes.  ACUERDO FIRME.

Se levanta la sesión a las doce horas con  veinte minutos.

Mag. Ana Virginia Calzada Miranda

Dr. Alfredo Chirino Sánchez

                     PRESIDENTE                                                    DIRECTOR ESCUELA JUDICIAL
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� La conversión a colones se realiza al tipo de cambio a la fecha de la elaboración del presente oficio, que es de  442.46 colones.


 


� Aportamos con el presente oficio la tabla de honorarios del Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio, Reglamento de Arbitraje de dicho centro y lista de árbitros y conciliadores.


  


� Información suministrada y cálculos efectuados por la señorita Grethel Hernández V. Asistente de la Dirección Ejecutiva del Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio. 





� Calculado al tipo de cambio a la fecha de emisión del presente oficio en 442.46 colones.
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